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“¿Por qué lo hacía? 
Lo hacía, sobre todo por pasión. 
Esa era la respuesta a la que había llegado: pasión. El primer acto de 
rebeldía empieza siempre por una pasión. Estar apasionado es exigir 
que algo se repita. La primera rebelión empieza siempre por un 
orgasmo, o por un castigo. La primera rebelión es una elección. Pasión 
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Esta investigación aborda la responsabilidad penal de los partidos políticos en Colombia 
a partir de la descripción del sujeto –partido político- y de la revisión de antecedentes 
jurídicos y académicos, esto a través de primero, la identificación de algunos regímenes 
jurídicos extranjeros en los cuales existe la responsabilidad penal de las personas 
morales, y segundo, los desarrollos teóricos y las discusiones dadas sobre tal 
responsabilidad. 
 
En dicha revisión se identifican los debates dados en torno a la voluntad en la persona 
moral en el marco de la culpabilidad penal de la misma, y las posibles sanciones a ser 
impuestas a una organización política. Frente a lo cual, a partir de la revisión de las teorías 
del delito y de la culpa, es traída la justicia restaurativa, estando atada a antecedentes 
jurisprudenciales en Colombia.  
 
En un momento posterior se sitúan las actuales sanciones administrativas a ser 
impuestas a los partidos políticos en Colombia, las cuales en su marco constitucional y 
legal presentan algunas respuestas preliminares en torno al cuestionamiento ubicado en 
términos de la expresión de la voluntad de dichas organizaciones políticas.  
 
A partir de tal descripción y revisión dada desde las experiencias jurídicas extranjeras y 
desarrollos académicos, en contraste con el régimen constitucional colombiano, 
acompañado de las razones que justifican la inclusión (en la política criminal del Estado) 
de los partidos políticos como sujetos a ser sancionados penalmente, es posible afirmar 
de manera preliminar que tales organizaciones pueden ser responsables penales, esto 










This research accost the criminal responsibility of political parties in Colombia from the 
definition of the subject -political party- and takes as first background, the identification of 
some of the foreign legal regimes in which there is criminal responsibility of legal entities, 
and second, the theoretical developments and discussions given on such responsibility. 
 
This description identifies the debates given about the will of the legal person in the 
framework of the criminal guilt, and the possible sanctions on a political organization, from 
the review of the theories of crime and guilt, a restorative justice framework tied to  
Colombia's case law. 
 
Based on the review given from the international legal experiences and academic 
developments, in contrast to the Colombian constitutional regime, accompanied by the 
reasons that justify the inclusion (in the criminal policy of the State) of political parties as 
subject to be criminally sanctioned, It is possible to affirm in a preliminary way that such 
organizations can be criminally responsible, this in the frame of a restorative justice model. 
  
Having situated the current administrative sanctions to be imposed on the political parties 
in Colombia, which in their constitutional and legal setting present some preliminary 
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Introducción:   
 
Las organizaciones sociales y políticas hoy en día son asociaciones fundamentales para 
el desarrollo económico, social y político del país; empresas, sucursales de 
organizaciones internacionales, sindicatos, movimientos sociales y, por supuesto, 
partidos políticos. Es sobre este último tipo de organización política que la presente 
investigación profundizará la posibilidad de establecer su responsabilidad penal por 
delitos cometidos por sus directivos y candidatos electos.  
 
Tal interés surge por el contexto político y jurídico del país, en el cual las organizaciones 
políticas ocupan constantes titulares de prensa al ser señaladas de albergar políticos 
electos en procesos electorales incursos en investigaciones disciplinarias, fiscales y 
penales. Más aún, habiendo prosperado tales investigaciones la organización política es 
incólume en presencia de condenas contra sus directivos o miembros que han sido 
elegidos para ocupar cargos de elección popular. En ese sentido, se vuelve relevante 
estudiar la configuración de la responsabilidad penal de estas organizaciones con el 
propósito de que generar una vía institucional que permita reparar el daño causado por 
sus representantes y directivos en la comisión de una conducta penal.  
 
Dicho esto, la estructura que seguirá la investigación será la siguiente: primero, se 
revisará de forma sintética la comprensión del partido político como persona jurídica en 
el régimen constitucional y legal colombiano. En un segundo capítulo, se describirán 
algunas formas de manifestación de la responsabilidad penal en personas jurídicas en 
distintos ordenamientos jurídicos y se determinará si en cada una de dichas 
reglamentaciones se hace presente un modelo de responsabilidad penal de personas 
morales.  
 
Para este apartado, es importante saber que la responsabilidad de dichos sujetos 
obedece a una discusión sobre <quién> puede ser llamado a responder penalmente, si 
una persona natural o jurídica, lo cual implica un repaso de las teorías del delito. Las 




político criminal del Estado, dotan de distintas aproximaciones al entendimiento del hecho 
criminal y en cada una de ellas se da un lugar particular a quien comete el “delito” y a sus 
motivaciones. Lo anterior es fundamental, dado que al no existir reglamentación alguna 
en el régimen penal colombiano que atribuya responsabilidad penal a las personas 
jurídicas, las teorías nos dotan de, primero, herramientas para interpretar la necesidad 
jurídica de la sanción penal a los partidos políticos en su calidad de personas jurídicas y 
segundo, permiten ubicar en qué lugar de los fundamentos teóricos del delito es posible 
realizar una apertura que viabilice de forma coherente la sanción penal a las 
organizaciones en cuestión.  
 
Habiendo establecido los antecedentes en otros ordenamientos, así como los modelos 
teóricos que viabilizan su aplicación, en el tercer capítulo se procederá al estudio de caso 
el cual implica una propuesta de sanción penal a los partidos políticos en Colombia. Se 
sostendrá que dicha sanción debe tener como eje transversal la reparación del daño 
cometido por los directivos y candidatos electos de las organizaciones políticas en 
ocasión de la comisión de un delito. Para ello, se describirá el régimen sancionatorio 
existente y vigente en Colombia para tales organizaciones políticas y se evidenciará la 
necesidad de integrar la política criminal del Estado con la persona jurídica que resulta 




















1.1. La naturaleza de la sanción penal a los partidos políticos  
 
Este apartado tiene como propósito indagar por el partido político como organización 
jurídico-política en el régimen político colombiano. Tal aproximación iniciará en términos 
de la definición teórica de los partidos, haciendo evidente su relevancia en los regímenes 
políticos contemporáneos y, en lo puntual, en el colombiano. Luego, se ubicará la 
naturaleza jurídica de los partidos políticos con personería jurídica o reconocidos por la 
Ley. Aquí salta a la vista que el reconocimiento jurídico conlleva al ejercicio de un conjunto 
de derechos y deberes, situación que lo aproxima a la noción de “persona jurídica”.  
 
Ahora bien, dado que en Colombia no existe reglamentación alguna que ubique a los 
partidos políticos como sujetos sobre los cuales puede recaer el reproche penal, pero sí 
pueden ubicarse en la categoría de personas jurídicas, conviene aproximarse al lugar que 
ocupan las personas morales como sujetos de derecho.  
 
 
1.1.1. Aproximación teórica a las características de los partidos políticos y 
su entorno 
 
Para aproximarse a la noción de partido político es imprescindible comprender a estas 
organizaciones dentro del sistema electoral y sistema de partidos, no solo para entender 
lo que histórica y conceptualmente representan, sino para ubicar su actual importancia 
en el régimen político. Dicho contexto ayudará a entender el porqué de la urgencia de 
reconocer la responsabilidad penal de estas colectividades. Ahora bien, el documento no 
gira en torno al desarrollo histórico de los partidos, los tipos de partidos y sus matices. El 




jurídico. Dicho esto, se hará un esbozo general de lo que es el sistema electoral y de 
partidos con tal de ubicar en términos sistémicos la relevancia de estas organizaciones.  
 
Para el autor Dieter Nohlen (1994) “los sistemas electorales constituyen una parte del 
más extenso concepto de derecho electoral” (p. 34). Asimismo, Nohlen ofrece una forma 
de clasificar a los sistemas electorales, esto es por los principios de elección mayoritaria 
y de elección proporcional. Dichos principios de elección cumplen la función de ubicar el 
“mecanismo” mediante el cual se convierten los votos en escaños; hay que tener presente 
que existen distintos métodos para convertir un número de votos en resultados 
electorales, depende del método matemático usado. 
 
El sistema electoral es relevante para los partidos políticos dado que, como se mencionó, 
contiene las reglas ellos deben seguir. En consecuencia, si se establece la 
responsabilidad penal de tales organizaciones través de un conjunto normativo, generaría 
una relación entre el sistema electoral colombiano y la política criminal en primera 
instancia, causando una posible afectación en la forma en que se organiza el sistema de 
partidos.  
 
Antes de aproximarse a lo que se entiende por sistema de partidos, es conveniente 
esbozar lo que se comprende por un partido político. Se puede entender como “un 
conjunto de personas con intereses en común y con afinidades ideológicas y que tienen 
como objetivo llegar al poder, es decir, convertirse en gobierno” (Tamez y Aguirre, 2016, 
p. 109). A su vez son atribuidas a los partidos políticos las siguientes funciones: “Son 
puente entre los ciudadanos y el gobierno, aglutinan los diferentes intereses de la 
sociedad, integran a los diferentes grupos dentro del sistema político, socialización 
política, movilización del electorado y la organización del gobierno” (Tamez y Aguirre. 
2016, p. 107). 
 
 
Dicho lo anterior, se entiende como sistema de partidos lo afirmado por Duverger (1957): 
“Un sistema de partidos se define por cierta relación entre el número de partidos, las 




otras variables que pueden hacerse parte en determinados contextos” (p. 231). Siendo 
asó, la agrupación de partidos políticos con personería jurídica, así como las reglas que 
determinan las posibilidades de las mismas, son elementos integrantes del sistema de 
partidos.  
 
Ahora, habiendo hecho mención de lo que se entiende en líneas gruesas por partido, 
sistema electoral y sistema de partidos, resta recalcar que la sanción penal a partidos 
políticos podría afectar la conformación de los sistemas en mención. Tal situación será 
analizada en el estudio de caso, ubicado en el tercer capítulo del presente escrito. Cabe 
mencionar que dentro del derecho electoral se encuentra el régimen jurídico que rige la 
actuación de los partidos políticos.  
 
 
1.1.2. Los partidos políticos en Colombia 
 
En este apartado se identificará la naturaleza jurídica de los partidos políticos en 
Colombia, esto a partir de la jurisprudencia y doctrina sentada por la Corte Constitucional 
y el Consejo de Estado.  
 
La Corte Constitucional se ha aproximado al partido político como organización, en 
principio, a través de las sentencias C-089 de 1994, C-490 de 2011 y C-018 de 2018, las 
cuales hicieron el respectivo control de constitucionalidad de las leyes:  
 
i) Ley 130 del 23 de marzo de 1994, por medio de la cual se dictó el Estatuto 
Básico de los partidos y movimientos políticos, se dictaron normas sobre su 
financiación y la de las campañas electorales y entre otras disposiciones, y  
ii) Ley 1475 del 14 de julio de 2011, por la cual se adoptaron reglas de 
organización y funcionamiento de los partidos y movimientos políticos, de los 
procesos electorales, entre otras medidas.  
iii) Ley 1909 del 9 de julio de 2018, por medio de la cual se adoptó el Estatuto de 
la Oposición Política, así como algunos derechos a las organizaciones 





Las leyes referidas contienen la principal normatividad atinente a la actividad de los 
partidos políticos en Colombia y de ellas se recogerán las aproximaciones en cuestión. 
Ahora bien, es posible encontrar jurisprudencia de la Corte Constitucional que desarrolla 
o complementa en cierta medida su precedente fijado en las sentencias referidas 
anteriormente, es decir, en las siguientes sentencias C-955 del 2001, C- 1153 de 2005 y 
C-027 de 2018. El Tribunal Constitucional colombiano define el partido político como una 
institución permanente (art. 2° Ley 130 de 1994), en la cual se debe “reflejar el pluralismo 
político, ser conducto y a su vez promover y encausar la participación de los ciudadanos 
en la formación y manifestación de la voluntad popular, con el objeto de acceder al poder” 
(Corte Constitucional, C- 089 de 1994).  
 
Ahora, el carácter dado por la Corte a los partidos resalta el lugar que tienen tales 
organizaciones políticas como puente entre el ciudadano, las corporaciones y cargos de 
elección popular, es un rol que sin duda alguno guarda cierta complejidad dado que 
inserta las demandas populares en la agenda pública1. Habiendo resaltado el carácter 
dado por la Corte a los partidos, se abre un camino para entender a tales organizaciones 
como sujetos jurídicos, o personas jurídicas, y es dado a partir del reconocimiento de sus 




1 Los partidos políticos, al igual que los movimientos políticos y los grupos significativos de 
ciudadanos, son modalidades de representación democrática constitucionalmente reconocida. 
Tienen un papel complejo pues, de un lado, tienen una función instrumental, esto es, expresan los 
intereses y exigencias de inserción en la agenda pública de determinados grupos sociales, faceta 
que los inserta decididamente en el ámbito de la representación política, siendo medios de 
expresión a lo largo del proceso de democratización de la política. También, cumplen el papel de 
canalizar la voluntad pública de forma que inciden inclusive en el contenido concreto de la 
pluralidad de intenciones, usualmente contradictorias y yuxtapuestas, de los ciudadanos, función 
en la que se sustenta, a juicio de la Corte, el vínculo necesario entre el fortalecimiento de los 
partidos y movimientos políticos y la vigencia del principio democrático participativo, en especial 
su faceta pluralista (Corte Constitución, C-490 de 2011). 
2 El régimen de los partidos y movimientos políticos se endereza a establecer su status desde el 
punto de vista de sus funciones específicas, sus derechos, obligaciones y controles (Corte 




Al hablar de los derechos y deberes de los partidos políticos se asume que los ciudadanos 
no son el único sujeto activo de derechos, esto en su rol de electores o de candidato 
electo, sino que se abre un espacio para que las colectividades políticas en mención 
tengan garantías del orden constitucional y legal. Tal situación se concreta en la 
Constitución Política al afirmarse en sus artículos 108 y 109 que los partidos políticos con 
personería jurídica pueden acceder a los derechos de postulación, financiación, 
participación en los medios masivos de comunicación del Estado, sin contar los derechos 
propios a las organizaciones políticas declaradas en oposición o en independencia; la 
diferencia en los derechos que le asisten a los partidos que no participen en el gobierno 
es definida por la Corte como una garantía institucional3. 
 
El Consejo de Estado en varias sentencias, algunas de las cuales se mencionan a 
continuación, se ha hecho parte en la construcción de doctrina judicial que nos atañe para 
el caso en cuestión, por lo cual se tomará lo dicho por esta alta corte en consideración a 
la siguiente situación: los partidos políticos con personería jurídica por regla constitucional 
solo pueden adquirir tal personería habiendo constituido un comité inscriptor de lista al 
Senado de la República o Cámara de Representantes, el cual debe cumplir el proceso de 
conformación de un Grupo Significativo de Ciudadanos y una vez se presente a 
elecciones a las dos corporaciones referidas, obtener por lo menos el 3% de los votos 
válidos totales en dicha circunscripción. 
 
Tal regla general y de rango constitucional ha admitido excepciones las cuales serán el 
criterio para la identificación y selección de las sentencias del Consejo de Estado. Las 
excepciones han sido las siguientes: i) el reconocimiento de la personería jurídica al 
Partido Unión Patriótica (Consejo de Estado, 2013), ii) el reconocimiento de la personería 
del Partido Fuerza Revolucionaria Alternativa del Común – FARC (Consejo de Estado, 
2019) y iii) la afirmación de la conservación de la personería jurídica de los partidos que 
suscribieron una coalición para el Senado de la República (Consejo de Estado, 2019a).  
 
 
3 Sobre los derechos que le asisten a los partidos y movimientos políticos que no participaran en 
el Gobierno, la Corte reconoció que en la Asamblea Nacional Constituyente se hizo referencia a 






Son tomadas dichas sentencias dado que en ellas se identifican características y 
consecuencias jurídicas de los partidos políticos, esto incluso puede que con mayor 
énfasis que en otras providencias, ya que en ellas se trasluce las implicaciones jurídicas 
de la personería jurídica y sus consecuencias.  
 
En primera medida se define a la personería jurídica como “el reconocimiento oficial de 
que la Organización política fue fundada, adoptó sus estatutos, obedece a una plataforma 
ideológica y programática, tiene una lista de afiliados y cuenta con directivos, a partir de 
lo cual se considera sujeto de derechos y obligaciones, como persona jurídica que es” 
(Consejo de Estado, 2013). En este documento tiene un lugar central las consecuencias 
que se desprenden de la adquisición de una personería jurídica para un Grupo 
Significativo de Ciudadanos, convirtiéndose en Partido Político o la conservación de la 
misma. Al respecto el Consejo de Estado (2019a), haciendo referencia a la reforma 
política del 2011, dada mediante el acto legislativo No. 01 de 2009, manifestó: 
 
“El propósito de la reforma fue el fortalecimiento de las instituciones y el régimen 
democrático, para evitar la infiltración y manipulación en las corporaciones y cargos 
de elección popular por parte de grupos armados al margen de la ley, y del 
narcotráfico, proponiendo para ello sanciones a los partidos políticos que 
atenten contra los deberes que le impone el gozar de una personería jurídica. 
En consecuencia, se propendió por el establecimiento de un estricto régimen 
de responsabilidades para los partidos políticos, así como la adopción de 
herramientas para fortalecerlos como representantes de la sociedad, para cerrar la 
puerta a estrategias de grupos ilegales que buscan distorsionar la voluntad popular 
para ocupar espacios de representación política” (Negrilla fuera del texto original). 
 
Como bien se dijo, los partidos políticos con personería jurídica se pueden entender como 
una persona jurídica la cual tiene capacidad de ser sujeto de derechos y obligaciones, 
por ejemplo, ser sancionados en ocasión del incumplimiento de sus deberes 
constitucionales. Todo lo anterior se desprende del rol central que la Corte Constitucional 




colectivo que funge como pieza articuladora para la democracia representativa y, en 
consecuencia, para el régimen político colombiano.  
 
Ahora, como ya se dijo, la personería jurídica de los partidos políticos es una posibilidad 
que se concreta luego de la superación del umbral. Pero, bien es dicho por el Consejo de 
Estado (2019) que “la adquisición de tal personería puede darse en ocasión de la 
materialización de derecho de orden constitucional, tal como la paz en el caso del Partido 
FARC” (Consejo de Estado, 2019). Es relevante destacar la eventual flexibilidad del 
sistema electoral de cara a la garantía de derechos constitucionales. 
 
 
1.1.3. Las personas jurídicas como sujetos de derecho 
 
Habiendo establecido el Consejo de Estado que los partidos políticos con personería 
jurídica son entendidos como personas jurídicas sometidas a un régimen legal que 
garantice el estricto cumplimiento de sus fines constitucionales y legales, permite 
profundizar en el reconocimiento de las personas jurídicas como sujetos de derecho.  
 
En primera instancia conviene despejar la diferencia entre la personalidad jurídica de las 
personas naturales y jurídicas. El Código Civil lo hace en los siguientes términos: Las 
personas naturales son todos aquellos “individuos de la especie humana, cualquiera que 
sea su edad, sexo, estirpe o condición” (Ley 57 de 1887, artículo 73). Ahora bien, como 
persona jurídica es llamada aquella “persona ficticia, capaz de ejercer derechos y contraer 
obligaciones civiles, y de ser representada judicial y extrajudicialmente. Las personas 
jurídicas son de dos especies: corporaciones y fundaciones de beneficencia pública. (…)” 
(Ley 57 de 1887, artículo 73). 
 
Sobre tal diferencia y en particular sobre el concepto formal de persona jurídica Valencia 
Zea y Álvaro Ortiz Monsalve (2011, pp. 364 - 367) han afirmado que se tienen como 






i) Es esencial una determinada organización para que pueda formarse el 
sustrato de la persona jurídica. En las corporaciones, la organización está 
dada por la unidad de varios miembros que tienen el ánimo de realizar un 
determinado fin y que se rigen por un conjunto de normas, o sea los estatutos. 
(…) 
ii) El establecimiento u organización del sustrato material de la persona jurídica 
debe disponer de órganos competentes de actuación. Los órganos de las 
personas jurídicas están representados por una o varias personas físicas que 
tienen competencia para hacer vales su voluntad como voluntad de la persona 
jurídica 
iii) Para gozar de personalidad, los entes colectivos deben lograr determinados 
fines colectivos diferentes de los fines de los miembros que los forman o 
gobiernan. El fin persigue satisfacer determinados intereses; y precisamente 
los intereses que el hombre no puede satisfacer individualmente, pueden 
realizarse colectivamente mediante la cooperación de varios. 
 
En desarrollo del segundo elemento en la concreción de la voluntad de los miembros en 
la voluntad de la persona jurídica, son propuestas tres tesis: la primera es aquella en la 
que “la acción de un hombre puede valer, dadas ciertas condiciones, como acción de un 
grupo humano o fundación” (Valencia y Ortiz, 2011, p. 364), lo cual es explicado 
resaltando la diferencia entre la conformación de la voluntad del ser humano y de las 
personas jurídicas ya que “el hombre deriva su voluntad de su propia constitución 
antropológica (el cerebro) y la expresa mediante los órganos que son parte integrante de 
su cuerpo. En cambio, los entes colectivos no están dotados entre sí de voluntad por su 
propia naturaleza, sino que dicha voluntad es instituida mediante una organización, o 
sean los estatutos” (Valencia y Ort, 2011, p. 365). 
 
Como segunda tesis se tiene aquella que establece el “requisito” de la coherencia entre 
los actos asumidos por la persona jurídica de cara a la voluntad que empresa la misma a 





 La voluntad del órgano es la propia voluntad de la persona jurídica: 1. Porque de 
acuerdo con la constitución u organización (estatutos) que se ha dado la persona 
jurídica, debe encontrarse previsto y ordenado que su actuación ha de realizarse 
por conducto de determinados órganos (asamblea general, junta directiva, 
gerente, etc.); 2. Porque la conducta del órgano regularmente instituido es 
conducta de la persona jurídica, cuando aquel realiza los fines propios 
perseguidos por esta; saliéndose de ese límite, nos encontramos con una voluntad 
que es imputable individualmente a la persona que desempeña el papel de 
órgano, no a la persona jurídica (Valencia y Ortiz, 2011, p. 368). 
 
La tercera tesis apunta a no diferenciar la voluntad del órgano de dirección de la persona 
jurídica a la voluntad de esta, afirmando que “en la teoría de los órganos no encontramos 
dos personas en el sentido indicado, pues cuando la asamblea de miembros de una 
corporación toma una decisión, esta declaración de voluntad es la de la persona jurídica 
de forma directa” (Valencia y Ortiz, 2011, p. 366) 
 
Habiendo hecho énfasis en el lugar de los individuos que conforman la persona jurídica, 
Valencia y Ortiz hacen mención a tres teorías que conceptualizan a las personas jurídicas: 
1. La doctrina de la dicción; 2. La tesis de los patrimonios afectados a un fin y 3. La 
doctrina organiza o de las personas colectivas reales. De las tres se tomará la que 
prevalece en el derecho actual, la tercera.  
 
Esta teoría apunta a afirmar que el derecho les atribuye personalidad a las personas 
jurídicas en tanto las concibe como:  
“personas reales colectivas, capaces de querer y de obrar, portadoras reales de 
una voluntad, que se manifiesta a través de sus órganos directivos, ahora, siendo 
la persona colectiva capaz de obrar, puede también cometer actos ilícitos por los 
cuales asume una responsabilidad directa” (Valencia y Ortiz, 2011, p. 511).  
 
Con posterioridad a ubicar el entendido de las personas jurídicas, se propone la división 




generales se puede afirmar que se ubica en cada una de estas categorías a una persona 
jurídica dependiendo de la naturaleza de los recursos que la constituyen.  
 
Ahora, bajo tal regla general pareciera difícil ubicar a los Partidos Políticos como sujetos 
del derecho privado, público o mixto dada la naturaleza de sus recursos. Sin embargo, 
bien se ha dicho por parte del Magistrado del Consejo de Estado, el abogado Augusto 
Hernández Becerra, que estas organizaciones políticas “funcionan como asociaciones 
constituidas por iniciativa privada, aun cuando sujetas en su organización y 
funcionamiento a normas de derecho público y al control, inspección y vigilancia del 
Estado” (Hernández, 2006, p. 341). 
 
Hasta el momento se ha ubicado la naturaleza de la personalidad jurídica de los partidos 
políticos, como también se ha afirmado de forma reiterada que son sujetos de derechos 
y obligaciones, lo cual conlleva a ser sujetos de control y de sanción administrativa por 
parte de la autoridad electoral en Colombia (el actual régimen sancionatorio de los 
partidos políticos en Colombia será revisado en el tercer capítulo del presente 
documento).  
 
Ahora, es pertinente señalar si en otros ordenamientos jurídicos se ha implementado 
algún tipo de sanción que supere la administrativa. Lo anterior se analizará bajo la 
responsabilidad penal de partidos políticos, o en dado caso de personas jurídicas, 
ubicando los rasgos generales de tales sanciones para luego, en el segundo capítulo, 
hacer énfasis en las teorías que implican la responsabilidad penal de personas jurídicas 
y eventualmente de partidos.  
 
 
1.2. La responsabilidad penal en regímenes jurídicos 
 
La responsabilidad penal de partidos políticos es la situación a ser identificada en 
múltiples ordenamientos jurídicos. Sin embargo, en ausencia de tal tipificación 
corresponde ubicar tal responsabilidad en personas jurídicas dado que como se señaló 




ordenamiento jurídico colombiano como personas jurídicas. Dicho esto, se procede a 
identificar la aproximación de distintos ordenamientos jurídicos a la responsabilidad penal 
de las personas jurídicas. Cabe advertir que existen casos en los que la norma a ser 
expuesta, no excluye a los partidos políticos como personas morales sobre las cuales 
puede recaer un juicio penal, siendo así se mencionarán aquellos casos en donde 





En el derecho germánico se ha dado una aproximación a la responsabilidad penal de 
personas jurídicas a partir de la “generación de multas por delitos cometidos por 
dirigentes de agrupaciones en interés de las mismas, a dichas multas se les denomina 
(Geldbusse)” (Tiedemann, 1997, p. 103). Es posible entender tal multa como el 
mecanismo mediante el cual “la sociedad a través de la que se delinque puede ser sujeto 
pasivo del proceso, si bien no penal sino administrativo (derecho de contravenciones)” 
(Escrihuela, 2019, p. 109). 
 
Bien se podría afirmar que la pena accesoria que representa la multa a una persona 
jurídica en el derecho administrativo sancionatorio “puede no suponer una importante 
diferencia ya que el resultado es el mismo, se multa a la persona jurídica por los hechos 
cometidos en el marco de su actuación y en su beneficio. Pero no es cierto, ya que el 
sistema alemán tiene establecido que los juicios penales sean públicos mientras que los 
administrativos no” (Lamadrid, 2018, p. 21); es en dichos juicios públicos penales en los 







En Brasil se ha establecido que las personas jurídicas pueden ser responsables en 
materia administrativa, civil y penal. La Ley N° 9.605 de 19984 lo afirma cuando menciona 
que quien de cualquier forma como director, administrador, miembros del consejo, órgano 
técnico, auditor, gerente o en puesto de dirección de la persona jurídica será responsable 
penal” (,Ley N° 9.605 de 1998, Artículo 2°), “responsabilidad que no se ve removida 
habiendo establecido la responsabilidad de las personas jurídicas, y la sanción de la 
misma” (Ley N° 9.605 de 1998, parágrafo único, artículo 3).  
 
Causa especial atención que los delitos que generan la responsabilidad administrativa, 
civil y penal son los crímenes contra el medio ambiente, teniéndose una amplia gama de 
sanciones a ser estudiadas posteriormente. En Brasil se tiene como sujeto a la persona 
jurídica al ser sancionada por los crímenes ambientales. Ahora, la norma no realiza 
distinción que pudiera establecer que un partido político puede o no ser sujeto vinculado 




En Chile se han dado avances en la asignación de responsabilidad penal a la persona 
jurídica cuando uno de sus directivos ha cometido un delito u otro de sus empleados dado 
que no se cumplió con el deber de dirección y supervisión. Lo dicho fue sentado en el 
artículo tercero de la Ley 20.393 del 25 de noviembre de 2009. La normativa apunta lo 
siguiente en su artículo 3:  
 
 
4 “Art. 2º Quem, de qualquer forma, concorre para a prática dos crimes previstos nesta Lei, incide 
nas penas a estes cominadas, na medida da sua culpabilidade, bem como o diretor, o 
administrador, o membro de conselho e de órgão técnico, o auditor, o gerente, o preposto ou 
mandatário de pessoa jurídica, que, sabendo da conduta criminosa de outrem, deixar de impedir 
a sua prática, quando podia agir para evitá-la. 
Art. 3º As pessoas jurídicas serão responsabilizadas administrativa, civil e penalmente conforme 
o disposto nesta Lei, nos casos em que a infração seja cometida por decisão de seu representante 
legal ou contratual, ou de seu órgão colegiado, no interesse ou benefício da sua entidade. 
Parágrafo único. A responsabilidade das pessoas jurídicas não exclui a das pessoas físicas, 




La presente ley regula la responsabilidad penal de las personas jurídicas respecto 
de los delitos… (…)” (Artículo 1°). “Las disposiciones de esta ley serán aplicables 
a las personas jurídicas de derecho privado y a las empresas del Estado” (Artículo 
2°). “Las personas jurídicas serán responsables de los delitos señalados, que 
fueran cometidos directa e inmediatamente en su interés o para su provecho, por 
sus dueños, controladores, responsables, ejecutivos principales, representantes 
o quienes realicen actividades de administración o supervisión. A su vez serán 
responsables por los delitos cometidos por personas naturales que estén bajo 
supervisión de algunos de los sujetos mencionados  
 
Tal método de responsabilización se aproxima a los modelos “Defecto de organización” 
y “transferencia de responsabilidad”, los cuales serán revisados posteriormente. En la 
experiencia chilena en el artículo 93 de su Constitución Política se tiene un conjunto de 
medidas a ser impuestas por autoridad judicial, esto una vez se han dado un conjunto de 
causales de distintos órdenes. Dicho esto, se puede entender que existe relación entre el 
actuar de los partidos políticos y la política criminal chilena.  
 
 
1.2.4. Estados Unidos 
 
Estados Unidos sin duda alguna es pionero en la implementación de la responsabilidad 
penal de personas jurídicas al ser el primer país en integrarla a su “precedente jurídico”. 
Lo anterior se desarrolló a través de casos tan relevantes como New York Central & 
Hudson River Vs United States resuelto en 1909, lo que hace que sea el país con mayor 
trayectoria en la inclusión de la persona moral al proceso penal.  
 
Bien se ha identificado que la persona responsable penal no es puntualizada como natural 
o jurídica, “sino que se dice que cualquier persona que lleva a cabo una conducta recogida 
en las normas penales, será responsable, comprendiendo la categoría de personas a 
corporaciones, empresas, asociaciones, sociedades y cualquier otra forma de unión” 





En los tribunales norteamericanos federales y Estatales ha constituido doctrina la 
posibilidad que “una corporación pueda ser tenida como responsable penal de los actos 
u omisiones de sus empleados, si el acto criminal cometido está i) dentro del alcance o 
las funciones del empleado y ii) si es para beneficio de la corporación.” (Linklaters, 2016, 
p. 96). En el patrón mediante el cual se descarga la responsabilidad penal sobre la 
persona moral ha sido el modelo vicarial de responsabilidad penal, “consistente en un 
método de imputación mediante el cual se atribuyen a la corporación el actus reus y la 
mens rea de su agente” (Gómez-Jara, 2011, p. 151). 
 
Lo dicho se traduce en adjudicar a la corporación el tipo objetivo (actus reus) y la 
culpabilidad (la mens rea), lo cual significa la responsabilidad objetiva encarnada a través 
de un “sistema sencillo y simple de responsabilidad empresarial: el acto y la intención del 
empleado se consideran también acto e intención de la empresa” (González, 2012, p. 
152). La responsabilidad objetiva o strict liability “fue importada por los jueces 
norteamericanos del derecho civil de la mano de la doctrina mirror o reflez liability 
(responsabilidad por reflejo o por espejo)” (Caro, 2019, p. 02). Dicha posición procura por 
la responsabilidad de las Corporaciones, de lo hecho por sus empleados bajo las 






La Responsabilidad penal de las personas jurídicas fue introducida en el ordenamiento 
jurídico francés en el año 1994, siendo responsable penal la persona jurídica a través de 
la cual se cometan delitos por parte de sus directivos. Se encuentran exceptuadas de tal 
responsabilidad las entidades del Estado, esto dicho en los siguientes términos: “Las 
personas morales, a excepción del Estado son responsables penalmente según 
disposición de los artículos 121-4 a 121-7, las infracciones cometidas por su cuenta, sus 





Resulta relevante la determinación de quien ejerce funciones en órganos directivos o de 
representación como sujeto calificado que puede generar la coexistencia de una sanción 
penal para la persona natural y jurídica. Cabe advertir que “se puede llegar a condenar a 
una persona jurídica por la comisión de un delito, aun cuando la persona física – autora 
real.  No haya podido ser determinada y condenada” (Escrihuela, 2019, p. 112). Se tiene 
la multa como pena principal previéndose otras complementarias como son: 
la disolución, el sometimiento, por un periodo hasta de cinco años a vigilancia 
judicial, la clausura, la prohibición de ejercer una actividad profesional o social, la 
exclusión de la contratación pública a título definitivo o por un periodo de hasta 
cinco años, el comiso de la cosa que haya servido o estuviera destinada a cometer 
la infracción o del producto de la misma (Pérez, 2013, p. 101). 
 
Ahora, es necesaria una acción típica cometida por una persona natural en “su rol de 
directivo de la persona moral (primer requisito para la adjudicación de responsabilidad 
penal a persona jurídica) y a través de esta (segundo requisito)” (Código Penal de la 
República de Francia, artículo 121.2.) para que se de sanción a la persona jurídica. En 
consecuencia, es necesario que el rol de directivo pueda identificarse; como fue dicho 
pierde interés en el proceso penal en el cual la persona moral responde bajo el modelo 
vicarial o por reflejo. La salvedad introducida en la Ley francesa permite entender que al 
estar excluidas de responsabilidad penal las entidades del Estado, el resto de las 
personas morales pueden verse sancionadas penalmente, incluidos los partidos políticos.  
 
 
1.2.6. Italia  
 
La responsabilidad penal en cuestión en la República Italiana encuentra una primera 
limitante en su Constitución Política (1947), la cual afirma:  
 
Artículo 27. La responsabilidad penal es personal. El acusado no se considera 
culpable hasta que recaiga sentencia condenatoria firme. Las penas no podrán 




reeducación del condenado. Se prohíbe la pena de muerte. (Negrilla fuera del texto 
original) 
 
Tal mandato puede implicar que no sea posible la responsabilidad penal en una persona 
moral. No obstante, el “artículo 197 del Código Penal contempla la responsabilidad penal 
subsidiaria de las personas jurídicas en relación a las multas que se ponen a sus 
empleados insolventes, lógicamente se trata sólo de una obligación de tipo solidario” 
(Salinas, 2017, p. 78). Tal artículo manifiesta lo siguiente:  
 
Obligación del privilegio de la persona a quien se le ha pagado para pagar la multa 
y multa. Entidades legales, con la excepción del Estado, regiones, provincias y 
municipios, si es el pronunciamiento pronunciado por un delito contra aquellos que 
deben tener representación, administración, o si están en una relación de 
dependencia, y si están un delito que constituye una violación de las obligaciones 
inherentes a la calidad de la parte culpable, o que se comete en interés de la 
persona jurídica, está obligado a pagar, en caso de insolvencia de la persona 
condenada, una cantidad igual a la cantidad. 
Está obligado a que no se pueda cumplir, las disposiciones del artículo 136 han sido 
condenadas. 
 
A pesar de los limitantes a la responsabilización de la persona jurídica en Italia se han 
generado esfuerzos que apuntan a recaer sobre las sociedades italianas. Tales medidas 
se pueden calificar como una mixtura entre el derecho penal y administrativo acusatorio, 
promovido por el “Decreto Legislativo 2001 No. 213 de 2001, el cual reguló la imposición 
de las sanciones, la comisión del delito por quienes sean representantes, directivos o 
administradores de hecho o de derecho, así como las personas que ejerzan labores de 
control, siempre que actúen en interés o beneficio de la persona jurídica” (Escrihuela, 
2019, p, 111).Tal mecanismo de adjudicación de “responsabilidad penal implica el 
desarrollo de un modelo vicarial” (Salinas, 2017, p. 84), al ser necesario que una persona 






De lo dicho en un primer momento se puede entender que la persona jurídica no es 
responsable penal en el ordenamiento jurídico italiano en tanto, se concibe tal 
responsabilidad únicamente para la persona natural. Empero, de la responsabilidad 
probada del individuo “se desprende la imposición de medidas sancionadoras a la 
persona jurídica particular, medida acordada por el juez penal. A tal situación se le ha 
denominado “fraude de etiquetas”” (Pérez, 2013, p. 98). 
 
Para saldar la discusión que se da entre la no responsabilidad penal en Italia, y la 
responsabilidad a través de la sanción a una persona natural, será pertinente examinar 
las teorías existentes sobre las formas de transmitir la sanción penal de una persona 
natural a una jurídica, a ser examinadas en el segundo capítulo del presente documento.  
 
 
1.2.7. Tesis encontradas sobre la Responsabilidad Penal de las Personas 
Jurídicas. 
 
Habiendo mencionado algunos casos en los que se considera la existencia de una 
aproximación a la sanción penal de personas jurídicas, o que ya se aplica, se hace 
presente en todos los ordenamientos jurídicos referidos, así como en los modelos que 
pretenden tal responsabilidad, la revisión de la manifestación de la voluntad del ser 
humano y la de la persona moral.  
 
Ahora, la persona natural es sobre quien generalmente se cierne la posibilidad de ser 
considerado como autor de una conducta delictiva, que posterior a la verificación de si se 
lesionó un bien jurídico y de la culpabilidad, se puede establecer si existe responsabilidad 
penal. Como momento siguiente, se tiene el “acercamiento” de la persona moral con tal 
de corroborar si esta puede llegar a ser asumida como responsable penal y hasta qué 
punto llega el lugar de la persona jurídica en el proceso penal. Dicho acercamiento de la 
persona moral al proceso penal como actor activo del delito se encuentra mediado por si 
se concibe o no la existencia de la voluntad de la persona jurídica, así como el nivel de 
autonomía de dicha voluntad. Tal situación se convierte en el principal lugar de discusión 





Y es allí donde aparecen dos posturas centrales, la que habla de la no pertinencia de tal 
sanción penal y la que si encuentra su viabilidad. La primera pone en el centro de la 
discusión las cualidades del individuo en la estructura de la culpa. La discusión de si es 
pertinente hablar de la responsabilidad penal de las personas jurídicas, es decir, de la 
concurrencia de una acción tipifica, antijurídica y culpable, ha sido esbozada por Peña y 
Almanza (2010), en su texto –Teoría del delito-, arrojando las siguientes tesis sobre la 
pertinencia de tal responsabilidad, dicho en los siguientes términos: 
 
Tesis de la no responsabilidad de personas jurídicas: "Si por una ficción se les 
concede capacidad (aunque limitada a su fin) el sancionarlos sería como 
sancionar a una persona o seres ficticios violando el principio de que “sólo los 
sujetos dotados con voluntad y conciencia pueden ser sujetos activos”. Además, 
la pena es individual. Si se sanciona a una persona colectiva se estaría 
sancionando a su personalidad o sea el conjunto que componen esa persona 
jurídica: gerentes, directores y socios. Estos últimos nada tienen que ver y hacer 
con el destino de la empresa." (p. 74) (Negrilla fuera del texto original)  
 
Tesis de la responsabilidad de personas jurídicas: “(Franz von Liszt y Giuseppe 
Maggiore) Sostienen que si las personas colectivas son capaces de adquirir 
derechos y contraer obligaciones, también deben responder por los delitos en que 
incurren como la estafa, el abuso de confianza, si bien no se les puede aplicar 
sanciones privativas de libertad, son susceptibles de sufrir sanciones pecuniarias. 
Las penas corporales se impondrán a sus directivos responsables. 
 
La legislación moderna sigue esta tesis, como una solución doctrinal. En el 
Segundo Congreso Internacional de Derecho Penal de Bucarest, en 1929, 
estableció una solución doctrinal entre la tesis de la irresponsabilidad y 
responsabilidad de las personas colectivas, sostiene que se apliquen medidas 
preventivas a las personas colectivas (multas, intervenciones) pero 




con la cooperación o utilizando a la persona colectiva." (Peña y Almanza, 
2010, p. 74) (Negrilla fuera del texto original) 
 
La primera tesis, compartida por múltiples autores, tiene como argumento central en que 
la culpabilidad puede ser estructurada únicamente para personas naturales en tanto su 
accionar es coherente con su voluntad, así como que es posible aplicar el castigo a 
individuos únicamente. El primer argumento es descompuesto por Bacigalupo. Él 
entiende la expresión de la voluntad en la comisión de una acción, que encuadra en un 
tipo penal, a través de “primero, la capacidad de comprender la antijuridicidad y de actuar 
en coherencia con tal comprensión (llamada imputabilidad), y segundo, la cognoscibilidad 
de la antijuridicidad (la conciencia potencial de la ilicitud” (Bacigalupo, 1999, p. 151). 
 
Ahora, la segunda tesis, aquella que ve con buenos ojos la responsabilidad penal de las 
personas jurídicas ha sido desarrollada desde una serie de modelos de aplicación, los 
cuales se pueden recoger en tres grupos: Heteroresponsabilidad, autorresponsabilidad y 
teorías próximas a la responsabilidad penal de la persona moral. Cada grupo contiene un 
conjunto de teorías y experiencias teorizadas de aplicación de la responsabilización al 




1.2.8. De las normativas extranjeras al reconocimiento del delito por persona 
jurídica 
 
En la legislación penal en los países mencionados y los métodos usados para aproximar 
en mayor o menor medida la responsabilidad penal a las personas jurídicas es posible 
identificar que existe una tipificación de conducta, en la cual se puede comprender como 
sujeto activo del delito a persona natural, jurídica o a sujeto calificado. Como fue señalado 
en la legislación de, por ejemplo, Brasil es posible ampliar la lectura tradicional del sujeto 
activo del delito (persona natural o individuo) a la persona jurídica, esto de cara a la 
afectación de un bien jurídico tutelado concreto. Dicho en el caso recién citado, para los 





Ahora, de la ampliación de la lectura del sujeto activo del delito, es necesario pasar a 
enunciar cómo se establece la culpabilidad (lugar en el cual concreta el medio de 
identificación de la voluntad) de una persona moral. Y es en i) la tipificación, ii) en la 
identificación del bien jurídico y iii) en la determinación de la culpabilidad en donde se 
define si es posible o no la responsabilidad penal de las personas morales y 
eventualmente los partidos políticos en Colombia.  
 
Pero ¿por qué dichos tres elementos son tan relevantes? La razón es: dentro de los 
argumentos más sólidos y comunes para detener la implementación de tal tipo de 
responsabilidad penal, es la imposibilidad natural y jurídica de que una persona jurídica 
manifieste su voluntad. En entonces la voluntad pieza central del establecimiento de la 
culpabilidad.  
 
Para entender los limitantes que se ubican en la “voluntad o no voluntad” de las personas 
jurídicas y en consecuencia de los partidos políticos, se hace necesario revisar el lugar 
que se da a los tres elementos referidos en la “conformación del delito” en las teorías del 
delito.  
 
1.3. Teorías del delito y la culpabilidad de las personas jurídicas 
 
Para afrontar la discusión sobre el sujeto responsable en la teoría del delito conviene 
hacer referencia a las principales teorías del delito, para así ubicar el lugar dado en ellas 
a la culpabilidad y al sujeto sobre el cual recae el reproche penal. Dichas teorías son: el 
causalismo naturalista, el causalismo valorativo, la teoría finalista de la acción y la teoría 
funcionalista. 
 
1.3.1. Teoría Causalista natural 
 
El causalismo natural del delito puede ser considerado como el inicio de la dogmática 




pretensiones científicas (Bustos y Hormazábal, 1997). Como su nombre lo señala, 
concibe al acto delictivo como equivalente a un hecho propio de la naturaleza que genera 
consecuencias. Es en el lugar del antes y el después de la ocurrencia de la acción 
delictiva en donde se ubican los elementos del delito los cuales son tipicidad, 
antijuridicidad y culpabilidad; los dos primeros objetivos en su ocurrencia, el tercero es 
subjetivo en su identificación (Peña y Almanza, 2010). 
 
La tipicidad se entiende como el proceso causal dado entre el antecedente, la acción y el 
resultado. Tales consecuencias que se desprenden de la acción sobre el mundo, es decir, 
la afectación o resultado determinan si existe el delito en términos objetivos. Ahora la 
antijuridicidad es como la constatación del proceso causal mencionado anteriormente 
frente al ordenamiento jurídico. Y por último, la culpabilidad se presenta como la 
identificación de la relación psicológica que motiva al actor a realizar el hecho. Tal relación 
se da al determinar la madurez y salud psicológica de quien realiza el hecho para 
establecer su imputabilidad y su capacidad de culpabilidad (Bustos y Hormazábal, 1997). 
 
En la tipicidad y antijuridicidad se da un proceso de identificación de las consecuencias 
del hecho en el mundo real y su correspondencia con el ordenamiento jurídico. Este es 
un ejercicio del orden objetivo mientras en la culpabilidad se determina la capacidad de 
ser llamado a responder penalmente. Ernst Von Beling en su texto Esquema de derecho 
penal la doctrina del delito – tipo, expone los elementos fundamentales que determinan 
la culpabilidad de una persona, o en sus términos de un hombre. Tales elementos se 
agrupan en la capacidad de ser culpable, siendo: 
i) Que los actos reprochados sean la expresión de su propia personalidad, por 
la cual él responde, como dueño de su obrar. 
ii) Contar con el poder de resistencia5, libre arbitrio o poder sobre si mismo para 
obedecer el derecho. 
 
 
5 “Si el poder de resistencia es precisamente el factor que condiciona en general el concepto de 
culpabilidad, es evidente que aquellos hombres que carecen de poder de resistencia, están exentos 
de culpa en su obrar, y no pueden ser castigados. La imputabilidad es la faz criminal de la libertad 
del querer: es aquella disposición espiritual en la cual está presente el poder de resistencia como 




iii) Contar con capacidad de obrar, posibilidad de realizar la acción. Situación 
distinta a la inimputabilidad 
iv) Determinar el poder de resistencia en el marco de la vida adulta del individuo, 
contando con las excepciones. Individuos con alternaciones de su vida 
psíquica, niños, jóvenes parcialmente, sordomudos según su capacidad, 
enfermos mentales y quien se somete a un estado espiritual por una amenaza.  
v) El poder de inhibición que sea inferior al normal.” (Beling, 2002, pp. 64-66) 
 
La determinación de la culpabilidad y el grado de la misma tiene como presupuesto que 
toda “acción antijurídica reposa sobre una resolución del actor en el sentido de la 
“voluntariedad” de mover un cuerpo, o de dejarlo quieto; de lo contrario, no habría “acción 
alguna” (Beling, 2002, p. 72). En tal sentido, en el causalismo natural la voluntad del 
hombre y el poder gozar de tal capacidad resulta ser piedra angular para definir la 
culpabilidad, en ese sentido la responsabilidad penal.  
 
1.3.2. Teoría Causalista valorativa 
 
Puede entenderse como la revisión crítica del positivismo desde la influencia de los 
estudios de Kant sobre los valores, el mencionado autor clasifica a la ciencia en dos 
grandes campos, la ciencia de la naturaleza y la ciencia de los valores. “En tal teoría se 
conserva el concepto de la acción causal, pero esta pasa a ser valorada, y entiende la 
tipicidad como descriptiva y al mismo tiempo valorativa, perteneciendo al ámbito de lo 
objetivo, pero conteniendo elementos subjetivos como excepción, dependiendo el tipo 
pena” (Bustos y Hormazábal, 1997, p. 132). Se concibe a la antijuridicidad ya no sólo 
como la vulneración a la norma jurídica sino a partir del daño que causó a la sociedad, lo 
cual permite graduar el injusto de acuerdo con la gravedad del daño causado y de 
establecer causas de justificación, esto siendo evidente la inmersión de la graduación a 
partir del marco axiológico (Peña y Almanza, 2010). 
 
Ahora, frente a la culpabilidad, teniendo el autor la posibilidad de actuar de forma distinta 




y la culpa. Así, se tiene la posibilidad de ser imputado o capacidad de culpabilidad como 
un tercer elemento dentro de la culpabilidad (Bustos y Hormazábal, 1997). 
 
Uno de los representantes más destacados del causalismo valorativo Edmund Mezger, 
quien desarrolla teóricamente las principales variaciones entre el causalismo natural y el 
valorativo al dotar de margen de valoración a la antijuridicidad. Sobre esta idea Mezger 
(1958) expresa que  
el derecho se refiere por lo general, a la conducta externa. La ordenación objetiva 
de vida que se ajusta a las normas de valoración. A su vez el hecho que se 
manifiesta abiertamente opuesto al derecho también es externo, el suceso. Ahora 
bien, el derecho también puede referirse a la conducta interna (subjetiva y 
psíquica) y el derecho al no poder pasar por alto este aspecto, más bien le 
corresponde incluir en sus apreciaciones a lo psíquico como origen de la conducta 
externa (pp. 135 - 137). 
 
Dicho lo anterior el autor presenta dos posibilidades a la hora de “haciendo uso de las 
normas objetivas y la motivación subjetiva” declarar la antijuridicidad de una conducta: 
“puede referir la norma exclusivamente al suceso externo y prohibir una conducta causal 
con respecto a un resultado o bien basarse en la voluntad del autor y sancionar con pena 
a una conducta dirigida al resultado” (Mezger, 1958, p. 137). 
 
En ese momento se presenta una bifurcación del entendimiento de la antijuridicidad entre 
causalismo y finalismo, siendo la adecuada para Mezger (1958) afirmar que “la mayor 
parte de los elementos subjetivos del injusto demuestra una anticipación de la punibilidad, 
que no tiene razón de ser en el caso de la consumación del hecho” (p. 139). Se presta 
como ejemplo de lo dicho la tentativa o los delitos de intención, en los cuales sobre la 
motivación subjetiva se establece una prohibición objetiva.  
 
De lo dicho se entiende que la voluntad del individuo puede generar una conducta en 
tentativa, sin llegar a ser objetiva la afectación antijurídica en principio. Pero, para el 
ordenamiento jurídico sancionar sobre una conducta que revela el ánimo de generar una 




intensión subjetivo, sobre la voluntad. Es allí el lugar en el que la valoración de las 
conductas permitidas y las proscritas se encuentra con la valoración que se debe hacer 
a la hora de establecer la antijuridicidad de una acción, esto a partir de la voluntad del 
individuo. Y es en tal lugar, como ya fue dicho, en el que se presenta la bifurcación entre 
el causalismo y el finalismo.  
 
1.3.3. Teoría Finalista 
 
Parte por profundizar la crítica al positivismo del causalismo natural, al afirmar que “el 
delito es acción, pero no causal sino final, lo que significa que el actuar humano se 
determina desde el fin perseguido por el autor sobre la base de su experiencia causal” 
(Bustos y Hormazábal, 1997, p. 132). Ahora, se entiende a la tipicidad en un aspecto 
objetivo en la descripción de la acción, integrando un aspecto subjetivo propio del proceso 
perseguido por el autor para logar determinado fin, por lo cual se integra el dolo y la culpa 
a la tipicidad. La antijuridicidad se hace presente como objetiva y capaz de entender la 
voluntad del autor, ubicando en las causas de justificación elementos subjetivos, propios 
del conocimiento e intención de la acción (Moreno, 2018). 
 
En la culpabilidad el finalismo hace un reproche al autor de una conducta antijurídica, en 
virtud de haber actuado en contra de la norma, pudiendo hacerlo de otra manera.  
Habiéndose ubicado el dolo y la culpa en la construcción de la tipicidad, pasa a ser 
compuesta la culpabilidad para realizar el juicio de reproche, la imputabilidad, la 
conciencia de la antijuridicidad y la exigencia de una conducta ajustada a derecho 
(Moreno, 2018). 
 
Como representantes del finalismo se tiene a Hans Welzel, Reinhart Maurach y Rafael 
Márquez Piñero. Este último en su texto Teoría de la antijuridicidad recoge lo afirmado 
por los dos autores al definir el centro de la propuesta finalista en la interpretación de la 
naturaleza de la acción6. Establece así la principal diferencia con el causalismo, mientras 
 
 
6 “La invocación de h -estructura de la acción humana en la doctrina de la acci6n finalista tenía por 
objeto fundamentar de un modo más profundo la conexión interna, es decir, la unidad del acontecer 




que estos hacen énfasis en “i. El proceso material causal, ii. La relación de causalidad 
entre dicho proceso material causal (conducta) y el resultado y iii. El contenido de la 
voluntad: dolo o culpa” (Márquez, 2016, p. 61). Por su parte, el finalismo de la mano de 
Hans Welzel hace especial énfasis en: “i. El objetivo a conseguir, ii. Los medios para 
conseguirlo y iii. Las consecuencias secundarias (según algunas traducciones 
concomitantes) que pueden ser queridas (dolosas; y no queridas (culposas).” (Márquez. 
2016, p. 61). 
 
De lo dicho se puede entender que la acción humana consciente persigue un objetivo 
cualquiera. El accionar humano no persigue la contemplación de sus causas sino los 
medios para alcanzar sus fines. Es por ello que el causalismo no tiene la capacidad de 
ubicar en el delito el objetivo perseguido a través del análisis de sus medios. Al contrario, 
no supera las motivaciones causales que presume conocer. En palabras de Welzel (1951) 
“Por eso, la finalidad es —dicho en forma gráfica— “vidente”, la causalidad, “ciega”” (p. 
53 - 54). Resulta relevante rescatar lo afirmado por Welzel (1968) en torno a la 
conformación de la acción en su curso externo, es una situación regida por la voluntad, 
la consecuencia de la voluntad interna es un hecho externo, denominado acción. 
 
 




La doctrina de la acción no se ocupa en primer término de las acciones relevantes para el Derecho 
Penal, sino que desarrollo el principio estructural general de las: acciones humanas, es decir, su 
dirección en función del fin anticipado mentalmente (junto a la selección de los medios y la 
consideración de los efectos concomitantes) y su realización en dirección al fin. En este sentido 
es completamente indiferente el fin de que se trate o que este sea o no relevante para el Derecho. 
Entre los ejemplos que utilizo en la doctrina de la acción, hay muchos de acciones que son o 
pueden ser completamente irrelevantes para el Derecho: construir, escribir, inyectar, montar a 
caballo, jugar, hacer gimnasia y otros. Lo único que me interesa en la doctrina de la acción es: 
poner de relieve el principio estructural general de la acción humana. Es decir, de su dirección y 
demostrar que la ''acción' también en su curso "externo", es un acontecer dirigido por la voluntad, 
por consiguientemente, una unidad, de voluntad interna y hecho externo. Si este es el principio 
estructura general de toda acción humana, tiene que serlo también de la acción relevante para el 
Derecho Penal, es decir, de la acción típica: sólo así adquiere importancia para la acción típica. 
También la voluntad de la acción dirigida a la realización de una acción típica, es decir, el dolo del 




El funcionalismo como todas las teorías del delito tienen matices en su concepción, esto 
dependiendo del autor que las desarrolle. Ahora bien, para este apartado se hará 
referencia al despliegue teórico dado por Jakobs y Roxin, autores que son referentes en 
la teoría funcionalista del delito. 
 
Por su parte Roxin (1997) identifica en toda conducta punible cuatro elementos comunes: 
acción, tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad. “La acción, como primer momento en el 
desarrollo del delito, es una conducta humana significativa en el mundo exterior, la cual 
es dominada o dominable por la voluntad. En esta lógica, no son acciones los hechos de 
la naturaleza o reflejos o ataques convulsivos, todos los cuales son indominables por la 
voluntad humana” (p. 194). La tipicidad es entendida como “la descripción del delito, 
reconociendo que no es posible derivar acciones punibles de principios jurídicos 
generales, sin la concreción de lo que sería la conducta prohibida, entendida como delito; 
esto teniendo en el tipo, las consecuencias civiles de la ejecución de lo contenido en el 
tipo” (Roxin, 1997, p. 194). 
 
La antijuridicidad contiene la prohibición o la no justificación del tipo, es decir que existen 
tipos como conductas vetadas del comportamiento de un individuo o conjunto de 
individuos en la sociedad. Esto expresado en la antijuridicidad formal y material, “Una 
acción antijurídica es formalmente antijurídica en la medida en que contraviene una 
prohibición o mandato legal; y es materialmente antijurídica en la medida en que en ella 
se plasma una lesión de bienes jurídicos socialmente nociva y que no se puede combatir 
suficientemente con medios extrapenales.” (Roxin, 1997, p. 558). 
 
La culpabilidad para Roxin parte de la posibilidad del autor de la acción de poder hacerse 
responsable de una conducta típica y antijurídica. Esta idea representa un presupuesto 
de imputabilidad o capacidad de culpabilidad y ausencia de causas de exculpación. 
Sumado a ello, para dicho autor “el injusto y la culpabilidad no bastan para la 
responsabilidad, se requieren además la necesidad de la pena conforme a los 
requerimientos preventivos” (Salazar, 2017, p. 158). Por otro lado, la necesidad 
preventiva de la pena como presupuesto adicional de la punibilidad, se traduce a la 




sea preventivamente imprescindible (Roxin, 1997), lo cual arroja la realización de un 
examen de necesidad de la pena. 
 
Ahora, se tiene la estructura del delito se da a partir de una identificación del tipo penal 
como parte de la delimitación del tipo, el injusto y la culpabilidad. Sin embargo, 
refiriéndose “al tipo y a su relación con la antijuridicidad y la culpabilidad, dice que el tipo 
de injusto es una unidad de sentido jurídica propia, con independencia de una situación 
justificante dada, ya que la justificación puede anular la antijuridicidad, pero no la 
anormalidad o rareza del hecho social” (Salazar, 2017, p. 158). 
 
Al referirse a la antijuridicidad o al injusto da como justificación, no la defensa de un bien 
jurídico tutelado, sino la garantía del ordenamiento jurídico. Esto lo expresa en los 
siguientes términos: “Desde el punto de vista del derecho penal, lo único que es contenido 
de la expectativa es que la norma constituya la motivación dominante, ya que el fin de la 
pena es el mantenimiento de la fidelidad al ordenamiento jurídico” (Jakobs, 1996, p. 38). 
Cabe resaltar que para este autor la norma es el bien jurídico a proteger, en ese sentido, 
“la propiedad privada, la libertad o cualquier bien jurídico, es asumido como aquello que 
la norma expresa debe ser protegido” (Jakobs, 1995, p. 45).  
 
La culpabilidad es entendida por Jakobs (1992) como presupuesto necesario para 
legitimar la pena estatal, siendo a la vez, el resultado de una imputación de reprobación, 
en el sentido de que “la violación al ordenamiento jurídico se motiva por la voluntad 
defectuosa de una persona” (p. 1051). Tal culpabilidad para este autor no puede 
determinarse a través del análisis de la relación subjetiva. En ese sentido, la 
responsabilidad penal no depende de la culpabilidad sino de la relación del injusto en su 
totalidad, es decir, que la quien comete un acto es propietario de las consecuencias del 
mismo, el resultado se presenta como objetivo (Jakobs, 1997) 
 
Ahora, para identificar el punto de convergencia de Roxin y Jakobs en el funcionalismo, 
y para ubicar el por qué estos dos autores integran la teoría del delito al funcionalismo, 




otro repertorio más de fórmulas vacías?”, en el cual identifica las tesis relevantes de estos 
dos autores. En primer lugar, identifica en Roxin las siguientes ideas: “i. la orientación 
teleológica del derecho penal, ii. La relación íntima entre política criminal y derecho penal, 
y iii. El bien jurídico desde la perspectiva constitucional.” (Salas, 2015, pp. 349-355) 
 
Las tesis expuestas por Salas se soportan en la lectura que Roxin hace del derecho penal 
al primero, “vincular los fines del derecho o el sentir teleológico a finalidades valorativas” 
(Roxin, 1997, p. 167), las cuales son configuradoras del “sistema que garantiza la justicia, 
en tanto los es posible la aplicación de soluciones jurídicas que sean compatibles con sus 
fines” (Roxin, 1997, p. 51) dados en términos de política criminal. La finalidad político-
criminal es definida en los siguientes términos:  
 
Las finalidades rectoras que constituyen el sistema del derecho penal sólo pueden 
ser de tipo político-criminal, ya que naturalmente los presupuestos de la punibilidad 
han de orientarse a los fines del derecho penal. Desde ese punto de vista, las 
categorías básicas del sistema tradicional se presentan como instrumentos de 
valoración político-criminal, por lo que como tales también son irrenunciables para 
un sistema teleológico (Roxin, 1997, p. 168). 
 
La tercera idea central expuesta, “el bien jurídico desde la perspectiva constitucional” 
encuentra asiento en lo afirmado por Roxin (1997) cuando sostiene que “los bienes 
jurídicos son finalidades que son útiles para el individuo. En ese sentido constituyen un 
punto de partida o la base para el desarrollo de la norma constitucional, o un sistema 
global estructurado” (p.15). 
 
Por su parte se tiene como tesis relevantes de Jakobs i) el concepto de pena y la función 
del derecho penal, ii) el concepto de bien jurídico y iii) el derecho penal del enemigo, tales 
tesis son exportadas de la obra del autor en mención de cara a lugar central que da a 
tales tesis en sus textos, esto en los siguientes términos: El concepto de pena esgrimido 




La pena es siempre reacción ante la infracción de la norma. Mediante la reacción 
siempre se pone de manifiesto que ha de observarse la norma. Y la reacción 
demostrativa siempre tiene lugar a costa del responsable por haber infringido la 
norma (p. 5).  
 
Esto mientras que el fin de la pena es para el autor: “Misión de la pena es el 
mantenimiento de la norma como modelo de orientación para los contactos sociales. 
Contenido de la pena es una réplica, que tiene lugar a costa del infractor, frente al 
cuestionamiento de la norma” (Jakobs, 1995, pp. 9-10). 
 
La segunda tesis, “la relevancia del bien jurídico” es expuesta con claridad en la teoría y 
Jakobs. Como ya se dijo anteriormente, el bien jurídico no es, por ejemplo, la vida sino la 
norma que protege la vida. Esto fue dicho por el autor en los siguientes términos: “Lo que 
constituye una lesión de un bien jurídico-penal no es la causación de una muerte (ésta es 
simplemente lesión de un bien), sino la oposición a la norma subyacente en el homicidio 
evitable” (Jakobs, 1995, p. 36). 
 
La tercera tesis es expuesta por el autor con la misma claridad, al ser una lectura del lugar 
que tienen los infractores de la norma en el derecho penal. Esto, dicho así:  
   
Por tanto, el derecho penal conoce dos polos o tendencias de sus regulaciones. Por 
un lado, el trato con el ciudadano en el que se espera hasta que éste exterioriza su 
hecho para reaccionar, con el fin de confirmar la estructura normativa de la sociedad 
y, por el otro, el trato con el enemigo, que es interceptado muy pronto en el estadio 
previo y al que se le combate por su peligrosidad (Jakob, 2004, p. 88). 
 
Habiendo enunciado las principales tesis de los autores de cara a la teoría del delito y los 
aportes más relevantes al derecho penal, se puede observar cómo el funcionalismo 
procura “un abandono de las concepciones de base ontológica (causalismo y finalismo), 
para centrar la atención en el funcionalismo, es decir, el fin de la pena determina el 






1.4.  Conclusiones preliminares primer capítulo 
 
Las conclusiones preliminares que pueden ser esbozadas con el progreso de la 
investigación apuntan a establecer, en primera medida, que la responsabilidad penal de 
personas jurídicas no es una idea novedosa. Como se describió, dicha responsabilidad 
se encuentra contemplada en múltiples países de Europa, América del Norte y del Sur, lo 
cual es un antecedente fundamental.   
 
Una segunda conclusión que se presta como relevante es que la responsabilidad penal 
de las personas jurídicas no es concebida únicamente por la comisión de sus actos, sino 
que por los actos cometidos por personas naturales. Tal referencia teórica contenida en 
el cuerpo del documento lleva a afirmar con total convencimiento que se tiene la 
posibilidad de tejer un puente entre tales teorías y la hipótesis planteada en el proyecto 
de investigación y la introducción de este documento.   
 
La tercera y última conclusión preliminar, es que si bien los principales críticos de la 
responsabilidad penal en personas jurídicas se percatan en que la culpa y el castigo solo 
puede recaer sobre individuos, ya han sido mencionados casos en donde existe 
tipificación de conductas cometidas por personas jurídicas, y penas en el mismo sentido.  
 
Con lo dicho se tiene la certeza, de que es posible avanzar en el tema de investigación, 
teniendo presente que los partidos políticos cuentan con unas características público 
privadas particulares que pueden causar traumatismos en la propuesta de sanción penal. 
Aun así, el proyecto de investigación es prometedor en tanto existen insumos muy 









La sanción penal a personas jurídicas 
 
Habiendo mencionado las teorías del delito se observó que su comprensión de la 
tipicidad, la antijuridicidad y la culpabilidad, se presenta en todas las teorías la 
manifestación de la voluntad del ser humano (así a esta se le otorgue mayor o menor 
relevancia) y la comprensión de la acción que conlleva a la afectación de un bien jurídico.  
Es el individuo o la persona natural en el ordenamiento jurídico colombiano, sobre quien 
recae la posibilidad de ser considerado como autor de una conducta delictiva (acción) 
que posterior a la verificación de la lesión un bien jurídico y de corroborar la culpabilidad, 
se pueda establecer si existe responsabilidad penal.   
 
Ahora, son relevantes tales afirmaciones ya que son la antesala del cuestionamiento a la 
comprensión clásica del sujeto responsable en el derecho penal, que concibe a la persona 
natural como el único sujeto sobre el cual recae la responsabilidad penal. Tal 
cuestionamiento tiene como objetivo revisar la posibilidad de integrar a otros sujetos al 
ámbito de la responsabilidad penal, en lo concreto a las personas jurídicas.  
 
Tal “eventual superación” de la lectura tradicional del sujeto responsable, implica la 
concurrencia de dos posturas que ya fueron mencionadas anteriormente, la primera, que 
afirma la no pertinencia de la sanción penal y, la segunda, que sí la encuentra viable e 
incluso pertinente de cara a la política criminal. La primera pone en el centro de la 
discusión las cualidades del individuo en la estructura de la culpa. Ahora, con el objetivo 
de conocer con mayor profundidad a esas posturas que avalan la sanción penal a las 
personas morales, es menester revisar los modelos que adjudican tal responsabilidad a 






2.1. Modelos de sanción penal a personas jurídicas 
 
Los modelos de atribución de responsabilidad penal a personas jurídicas, según el 
tratadista Carlos Gómez –Jara Diez, pueden agruparse en dos grandes conjuntos, “el 
primero, el modelo de responsabilidad por atribución y el segundo, modelo de 
responsabilidad por el hecho propio” (Gómez-Jara, 2011, p. 151). Cada conjunto de 
modelos de atribución de responsabilidad parte por reconocer si la acción señalada como 
típica fue realizada por la persona jurídica o natural sobre la cual recae tal responsabilidad 
o por un tercero. A tal distinción se le conoce como “imputación de una culpabilidad ajena 
(heteroresponsabilidad) o la imputación de una culpabilidad propia 
(autorresponsabilidad)” (Gómez-Jara, 2011, p. 154). 
 
Bajo la imputación-heteroresponsabilidad e imputación-autorresponsabilidad es posible 
agrupar la mayoría de las teorías revisadas a continuación. Es evidente que en cada una 
de ellas se reprocha la responsabilidad de la persona jurídica propiamente o de la persona 
natural que la representa en algún grado. Dicho esto, los modelos de imputación de 
culpabilidad o responsabilización penal de las personas jurídicas son los siguientes:  
 
 
2.1.1. Heteroresponsabilidad penal - modelo vicarial, de transferencia o por 
rebote  
 
En este modelo es posible agrupar un conjunto de teorías bautizadas en distintos 
términos dependiendo el autor y país de aplicación de la norma que prevé dicha 
responsabilidad penal. Sofie Geeroms (1996) en su texto “La responsabilite pénale de la 
personne morale: une étude comparative” realiza un barrido de las apuestas teóricas 
denominadas, en Francia “la théorie de la responsabilité par ricochet”, la teoría de la 
responsabilidad por rebote; en Noruega, “la théorie de la fonctionnalité”, la teoría de la 
funcionalidad; en Inglaterra “la théorie de l'identification”, la teoría de la identificación; 
Alemania se basa en la teoría del reporte de empresa y Bélgica en la teoría de la 





En los modelos denominados responsabilidad vicarial, responsabilidad por rebote, teoría 
de la funcionalidad, así como en la teoría de la identificación se tiene un elemento común 
y central entre ellos: la transferencia de la responsabilidad de una persona natural a una 
persona jurídica. Es necesario tener especial atención con la siguiente aclaración.  
 
Tal transferencia implica para todos los modelos en mención, que existe un delito por el 
que es condenada una persona natural. Ahora, la responsabilidad transferida a la persona 
moral puede ser consecuencia de la responsabilidad penal de la persona jurídica como 
capacidad de ser imputado, como una sanción accesoria a la impuesta a la persona 
natural. He ahí una evidente distinción entre los modelos mencionados.  
 
Ahora bien, se opta por agrupar dichas teorías en este ítem ya que requieren de la 
existencia de una sanción penal a una persona natural, para pasar a la sanción penal de 
la persona moral. Cabe recordar que se ha profundizado en el primer capítulo en cómo la 
voluntad de las personas naturales en instancias de dirección de las personas jurídicas 
puede llevar a que la voluntad de las primeras constituya la de la segunda, dotando a la 
persona moral de la capacidad de ser imputado penalmente. Tal situación establece una 
línea límite en los tipos de transferencia de responsabilidad, esto en los siguientes 
términos:   
 
 
Las variaciones en la responsabilidad penal por transferencia 
 
Como primera variación se tiene a la teoría de la responsabilidad penal por rebote, 
introducida en el artículo 121 del Código Penal Francés, el cual dice: “Las personas 
morales, a excepción del Estado son responsables penalmente según disposición de los 
artículos 121-4 a 121-7, las infracciones cometidas por su cuenta, sus organismos o 
representantes”. Por lo tanto, la responsabilidad penal por rebote de origen francés, 
puede concurrir una vez se ha “sancionado penalmente a una persona natural que 
ostenta un cargo en una instancia directiva de la organización, en tal caso no es necesario 
corroborar si se dio o no responsabilidad de la persona jurídica, se entiende dada o se 




si el delito cometido por la persona natural se dio en interés y representación de la 
persona moral.  
 
Ahora, es meritorio de análisis en esta teoría, y en particular en el caso francés, la 
naturaleza de la responsabilidad que se reprocha. Se ha señalado que tal regulación se 
inspira en la teoría de la realidad de acuerdo a la que una persona jurídica resulta ser un 
“fenómeno sociológico que se estructura y manifiesta por una voluntad colectiva” (Salvo, 
2014, p. 133). La teoría de la realidad permite entender que las personas naturales son 
las que cuentan con materialidad y psiquis, y que cualquier acción realizada por una 
persona jurídica es “una prolongación de las personas físicas, siendo su responsabilidad 
equiparable a las de las personas físicas que la componen. Ahora es el dolo o la culpa de 
esta ultima la que deberá demostrarse para perseguir a la persona jurídica” (Pradel, 1999, 
p. 664). 
 
Para concluir es pertinente señalar que, si bien se ha dado un lugar centrar a la 
responsabilidad por rebote en la doctrina jurídica francesa, considerándose casi que 
como un requisito la realización de una acción por parte de una persona natural, para así 
generar el rebote, en las sentencias de los tribunales franceses se hace explicito que 
puede que no se requiera de dicho “rebote” para que la persona jurídica pueda ser 
responsable penal.  
 
Esto fue recogido en el texto “La responsabilidad penal de las personas jurídicas en el 
derecho francés: Algunas cuestiones” del profesor Jean Pradel (1999) y dicho en los 
siguientes términos:  
Sentencia del  Tribunal de Paris7, en la que se afirma que una sociedad “que ha 
cometido negligencia grave puede incurrir en responsabilidad penal”, así mismo, 
sentencia del Tribunal de Lyon8, en la cual se establece que “la responsabilidad 
 
 
7 “Tribunal correccional de París, 3 de noviembre de 1995, Droit social, 1996, 157, nota de Coeret, 
Rev. sc. crim. 1996, 392, obs. G. GIUDICELLI-DELAGE” (Pradel, 1999, p. 663). 




penal de la persona jurídica, el elemento material por una parte, el elemento 
intencional por otra, que consisten en una omisión deliberada o en la realización 
de los actos imputables a sus organismos pero distintos de aquellos que podrían 
ser reprochados a las personas físicas que hayan participado en la comisión de la 
infracción(p. 663).  
 
Sumado a lo dicho, el Tribunal de Limoges afirmó: “que una infracción sólo podrá ser 
imputada a una persona jurídica si ha sido cometida por una persona física sin que sea 
necesario no obstante que ésta sea formalmente identificada” (Pradel, 1999, p. 664). Lo 
anotado hace evidente que en el desarrollo jurídico de un ordenamiento se presentan 
fenómenos de mixtura teórica, ya que siento evidente que la normativa francesa es 
precursora de la teoría del “rebote”, la norma echa mano de otras teorías expuestas en 
este capítulo.  
 
 
El modelo de identificación de origen británico, tiene como requisito para la 
“imputación que el comportamiento haya sido cometido por un superior, y no por cualquier 
agente de la entidad. Algunas versiones de este modelo se caracterizan por requerir que 
un superior hubiera autorizado, tolerado o consentido la comisión del hecho delictivo 
(Nieto, 2008, p.8). La identificación en el régimen jurídico anglosajón perseguía en un 
principio la identificación de la persona natural que, en ejercicio de autoridad dentro de la 
organización de la persona moral, ha realizado actos entendidos como delitos. Según 
Salvo (2014) dicha “situación que generó una restricción de la atribución de 
responsabilidad penal a la corporación, por cuanto el descubrimiento de la persona física 
que ejerce el poder y control resulta difícil dada la complejidad de algunas organizaciones 
empresariales” (p.112). 
 
Dada la situación en mención, se generó una propuesta “Ley de Homicidio Corporativo”, 
la cual representó una variación importante en la atribución de la responsabilidad, “al 
buscarse generar responsabilidad a la alta dirección de la organización” (Allens, 2008, p. 
20). Tal modificación representa un distanciamiento de la identificación del individuo para 





El modelo vicarial o de transferencia aplicado en el artículo 31 del Código Penal 
Español, esto en los siguientes términos:  
 
“Artículo 31 bis. 
1. En los supuestos previstos en este Código, las personas jurídicas serán 
penalmente responsables: 
 
a) De los delitos cometidos en nombre o por cuenta de las mismas, y en su beneficio 
directo o indirecto, por sus representantes legales o por aquellos que actuando 
individualmente o como integrantes de un órgano de la persona jurídica, están 
autorizados para tomar decisiones en nombre de la persona jurídica u ostentan 
facultades de organización y control dentro de la misma. 
 
b) De los delitos cometidos, en el ejercicio de actividades sociales y por cuenta y 
en beneficio directo o indirecto de las mismas, por quienes, estando sometidos a la 
autoridad de las personas físicas mencionadas en el párrafo anterior, han podido 
realizar los hechos por haberse incumplido gravemente por aquéllos los deberes de 
supervisión, vigilancia y control de su actividad atendidas las concretas 
circunstancias del caso.” 
 
En este caso, tal como el nombre de la teoría lo anuncia se transfiere la responsabilidad 
de la persona cualificada (quien ejerce una autoridad dentro de la organización) a la 
persona jurídica. Ahora en el régimen jurídico español el literal –a- del artículo en cuestión 
centra su atención en el cargo de dirección que ostenta la persona natural dentro de la 
jurídica, aproximándose a la tesis central de la responsabilidad por transferencia o 
vicarial. Por su parte, en el literal b hay una aproximación al modelo de defecto de 
organización a revisar en un momento posterior.  
 
Ahora, sin lugar a duda se hace necesaria la comisión de un delito por una persona natural 
cualificada – sujeto activo del delito-, para que se transfiera la responsabilidad a la 




múltiples ordenamientos jurídicos, entre ellos el estadounidense en el que es responsable 
penal la persona natural y la jurídica, se caracteriza:  
por la aplicación del mecanismo de imputación de responsabilidad propio de la 
responsabilidad vicarial y permite a una empresa ser condenada por una 
infracción si el delito fue solicitado, autorizado o imprudentemente tolerado, por 
parte del consejo de administración o por un alto directivo que ha actuado en 
nombre de la entidad dentro del ámbito de su cargo o empleo (Salvo, 2014, p. 
112). 
 
El desarrollo de la doctrina norteamericana ha ubicado como responsable penal a la 
empresa en ocasión de delitos cometidos por los directivos de la persona jurídica. 
También se predica de aquellos delitos cometidos por empleados de nivel inferior de la 
misma, esto ya que “una corporación es capaz de formar una intención criminal y por lo 
tanto, era posible que fuera responsable criminalmente por ciertos delitos en los cuales 
la intensión constituye un elemento necesario” (Salvo, 2014, p. 112), dicho de cara al 
efecto expansivo de la responsabilización de las personas morales en Estados Unidos.  
 
Ahora, la teoría se materializó en la identificación de componentes que determinaban la 
responsabilidad por parte de una empresa, esto es a través del ámbito del empleo y el 
beneficio, dicho en el caso United States v. Cincotta en 1982. El ámbito de empleo y 
beneficio es entendido en los siguientes términos: 
 
(…) el ámbito del empleo es aquel en que el agente ha estado realizando actos de 
aquellos que está autorizado a realizar y que ha efectuado con la intención de 
beneficiar a la empresa.  
 
En cuando al requisito del beneficio para la organización, se entiende que no es 
necesario que llegue a producirse. La producción del beneficio no es determinante 
de la responsabilidad corporativa. En este entendido, se sostiene que el beneficio 
es una mejor evidencia, pero no un elemento esencial de la responsabilidad penal. 




empresa es menos importante que el que el agente haya actuado con la intención 
de beneficiar a la empresa. (Salvo, 2014, p. 112) 
 
La identificación de la permisibilidad o aprobación por parte de la persona jurídica para la 
realización de determinados actos, los cuales encontrándose tipificados como delitos, 
generan o pueden llegar a generar un beneficio para la empresa de la cual es parte la 








2.1.2. Autorresponsabilidad penal – modelos de culpabilidad de la empresa  
 
El segundo conjunto de modelos busca, en contraposición al primero, adjudican 
responsabilidad penal a la persona jurídica (la empresa), por medio de factores que llevan 
a indicar que se puede reprochar la culpa a estas (Nieto, 2008). Los modelos ubicados 
dentro del conjunto se denominan modelos avanzados de autorresponsabilidad o de 
imputación genuina de culpabilidad jurídico-penal empresarial. Se tienen como principales 
modelos primero, la culpabilidad por el carácter de la empresa y segundo, la culpabilidad 
por defecto de organización o culpabilidad organizativa empresarial.  
 
La teoría de culpabilidad por el carácter de la empresa parte por la identificación que 
realizó Ernest Lapmpe en lo referente a, primero, la persona jurídico penal, la cual 
comprende a la persona física como a la jurídica, y segundo, la “empresa económica con 
tendencia criminal”. Es pertinente mencionar que “la investigación el autor en mención se 
centra principalmente en el injusto9 o en el tipo penal, más que en el análisis de la 
culpabilidad” (Gómez-Jara, 2011, p. 194).  
 
 
9 “Los sistemas sociales producen injusto cuando sus normas de comportamiento no se 
corresponden con los estándares sociales o cuando, a través de normas de control, no están 
suficientemente aseguradas de tal manera que surge un riesgo externo para los bienes jurídicos” 





Ahora para Lampe, “la aparición del injusto jurídico-penal es compuesto por el injusto de 
acción y el injusto de resultado, los cuales constituyen el injusto de relación” (Gómez -
Jara, 2011, p. 194). En otros términos, la manifestación de la separación entre el “deber” 
señalado en la norma y los “estándares sociales” generan lo llamado por el autor como 
injusto. Tal separación consiste en “los daños de las relaciones sociales entre individuos 
o estructuras sociales, causadas bien sea a través de procesos sociales, bien a través de 
la formación o existencia de sistemas sociales” (Lampe, 1999, p. 120). 
 
Ahora, la teoría en cuestión continúa señalando que tal injusto o como lo podríamos 
llamar “la separación entre la norma y las practicas”, se desarrolla en el injusto de relación 
(ya mencionado) y un injusto de sistema, característico de los sistemas de injusto. Dentro 
de los injustos de sistema contienen la “empresa económica que viene constituida, por 
aquellas formas de comportamiento que lesionan bienes jurídicos y que concuerda con 
la filosofía de la empresa o que son favorecidas por su organización” (Gómez-Jara, 2011, 
p. 194).  
 
Así las cosas, Lampe (1994) definió cuatro causales que constituyen el injusto de sistema 
de la empresa económica:  
 
“i. El potencial peligro de la empresa que se utiliza mecánica o lógicamente para 
realizar una prestación.  
 
ii. La estructura deficitaria de la organización, la cual neutraliza incorrectamente 
la peligrosidad de este potencial.  
 
iii. La filosofía empresarial criminógena que ofrece a los miembros de las 
organizaciones la tentación de llevar a cabo acciones criminales.  
 
iv. La erosión del concepto de la responsabilidad por la acción individual que, 
en el nivel regulativo condice a la evitación de la responsabilidad por hechos 




derivada de las consecuencias de la obediencia a las reglas” (p. 106) (Negrilla fuera 
del texto original). 
 
La filosofía de la empresa y la estructura deficitaria son dos expresiones de la 
responsabilidad penal de la persona jurídica bien afincadas en el ordenamiento jurídico. 
Gomez-Jara (2011) menciona que “la responsabilidad penal por filosofía de la empresa 
se produce cuando su carácter criminógeno ha encontrado expresión en el 
comportamiento lesivo de un miembro de la empresa” (p. 195). 
 
Dicho lo anterior, “Lampe entiende que, ético-socialmente, también puede realizarse a un 
sistema social un reproche por falta de corrección, si existe una responsabilidad ético-
social de los sistemas, no por sus acciones, sino por su Ser – a la filosofía a la hora de 
fijar sus objetivos, a la organización para la consecución de los mismos-, pudiendo darse 
una desaprobación ético – social cuando dichos sistemas no están al nivel de sus 
responsabilidades” (Gómez -Jara, 2011, p. 196). Lampe (1994) también afirma que “la 
culpabilidad de una empresa –de su management- consiste en que ha creado o 
mantenido una filosofía criminógena” (p. 732).  
 
Cabe aclarar que, para hablarse de una filosofía criminógena, es conveniente 
conceptualizar a lo “criminógeno” como aquello que fomenta la aparición de un fenómeno 
criminal. Bien se ha hablado de los factores criminógenos endógenos y exógenos. Los 
endógenos, aquellos que son propios o naturales al sujeto o a la psiquis del sujeto y 
exógenos, como aquellos establecidos en un marco social. Es en los factores endógenos 
del delito donde es posible ubicar a la filosofía criminogéna “como una de las causas 
internas de concurrencia del delito, ubicada en el gripo de la capacidad, las actitudes, la 
personalidad, el estado de ánimo, como causas internas o endógenas del delito” 
(Cáceres, Astudillo y Estrada, 2016. p. 373). 
 
En tal sentido, la filosofía criminogéna puede entenderse como un conjunto de reflexiones 
sobre la naturaleza del desarrollo social y económico, así como del lugar de la persona 
jurídica en dicho desarrollo. Estas reflexiones pueden fomentar el delito como medio para 






Teoría por defecto de organización - culpabilidad organizativa empresarial 
 
La culpabilidad de la empresa como defecto organizativo tiene su tesis central en que la 
culpabilidad se encuentra relacionada a deficiencias organizativas de la persona moral. 
Tal síntesis representa el núcleo del modelo el cual a través de este “concepto de 
culpabilidad organizativa, establece una clara relación entre las infracciones cometidas 
por las personas físicas y la propia empresa. De tal manera que se afirma que dichas 
infracciones “se han dado como caída de una deficiencia organizativa, de no haberse 
producido tal carencia organizativa, podría haberse evitado la mencionada infracción” 
(Gómez-Jara, 2011, p. 163). 
 
En esta forma de atribuir responsabilidad a la empresa “se parte de un concepto de 
culpabilidad individual- aunque genere un reproche colectivo y, por tanto, es en este punto 
donde se evidencia con toda claridad la presencia de momentos de heteroresponsabilidad 
en la construcción teórica” (Gómez-Jara, 2011, p. 168). Al llevarse la responsabilidad de 
la persona natural a la persona jurídica se hace en exclusiva ocasión de las deficiencias 
internas de la organización.  
 
En este modelo se presta atención a los defectos organizativos manifestados en la 
ausencia de medidas de seguridad al interior de la empresa, con tal de suprimir la 
posibilidad de la ocurrencia de una falta. Y es en ese orden secuencial de transmisión de 
la responsabilidad penal en el que es posible ubicar la falencia más relevante, así como 
la oportunidad para replantear este modelo. Tal critica es: no se contemplan excluyentes 
de responsabilidad para la empresa, como tampoco un examen de la culpabilidad de la 
misma.  
 
La anterior situación lleva a entender que una infracción cometida por una persona natural 




se materializa la responsabilidad objetiva en este modelo, dicho por Gómez-Jara (2011) 
en los siguientes términos: “se ha criticado la inadmisión de causas de exculpación en 
este ámbito, un concepto de culpabilidad coherente debe admitir causas de exculpación; 
si no lo hace, en realizad de se trata de supuestos de responsabilidad objetiva” (p. 171). 
 
El modelo de defecto organizativo plantea un reto central: ¿Qué medidas tomadas por la 
persona jurídica pueden ser entendidas como un esfuerzo por superar el defecto 
organizativo? ¿alguna medida puede llevar a la exculpación de la empresa? Estas 
preguntas son resueltas de forma matizada por Gómez- Jara, siguiendo a Schroth, de la 
siguiente manera: “La culpabilidad organizativa se trata de una culpabilidad empresarial 
“propia” pero que debido a la estructura organizativa de la organización solo puede 
exteriorizarse en un comportamiento culpable de las personas que actúan 
responsablemente por la empresa, debiendo ser dicho comportamiento imputado como 
propio a la empresa” (Gómez-Jara, 2011, p. 174). Tal esfuerzo no sobrepasa el hecho 
que la falta organizativa que permitió la comisión del delito es objetiva y en ese sentido 
corresponde a la empresa responsabilizarse del hecho propio, que no está materializado 
en el delito, sino en la ventana para la ocurrencia del delito. 
 
El tratadista Bernardo José Feijoo Sánchez (2012) se ha referido al modelo de defecto de 
organización en la empresa como “modelo del hecho de referencia o del hecho de 
conexión”, encontrando en tal modelo una posible solución a la presunta responsabilidad 
objetiva en la que el defecto de la organización no contemplaba los eximentes de 
responsabilidad. Feijoo (2012) entiende que en  
“el modelo del hecho de referencia o la estructura empresarial, cometido el delito 
o infringido el deber de control por una persona física y, siempre que se den los 
criterios de conexión que dejan en evidencia que se trata de una actuación en el 
marco de la actividad empresarial, el delito de la persona física se imputa a la 
persona jurídica salvo que se constante una organización correcta (p. 75). 
 
En ese sentido, los criterios de conexión entre el hecho y la organización se plantean 




pueda probar que tenía una organización correcta, puede ser el medio de defensa para 
la persona moral.  
 
De lo afirmado por Feijoo es posible extraer tres tesis relevantes que complementan lo 
desarrollado hasta el momento. Primero, el defecto organizativo  
“se trata en definitiva de un modelo impuro de auto-responsabilidad”, que busca 
sortear con dificultades los principales problemas de ilegitimidad de los modelos 
vicariales o de heteroresponsabilidad, pudiéndose considerar por los partidarios 
de este modelo como artificiosa la distinción entre derecho penal y derecho 
administrativo, así como necesario el salto del derecho administrativo al penal, 
como consecuencia de la unidad del derecho sancionador, teniendo como 
consecuencia la extensión de las garantías básicas y principios orientadores del 
derecho penal” (Feijoo, 2012. pp. 76 - 77). 
 
Segundo, se tiene como objetivo del modelo de defecto de la organización  
no castigar hechos delictivos sino como herramienta para alcanzar un objetivo de 
interés público consistente en estabilizar programas eficaces, para prevenir y 
descubrir delitos cometidos por las personas físicas. Lo cual hace que sea posible 
clasificar este modelo como de “co-responsabilidad objetiva (Feijoo, 2012. p. 79). 
 
Tercero, dada la definición de “modelo impuro de autorresponsabilidad”, se trata 
no de responsabilidad por el hecho delictivo en sentido estricto, sino más bien de 
responsabilidad derivada del hecho delictivo. No se trata, de que la persona 
jurídica delinca o no, sino de que las empresas asuman tareas públicas al ponerse 
de lado del Estado en la tarea de evitar hechos delictivos (Feijoo, 2012. p. 79). 
 
2.1.3. Teorías próximas a la responsabilidad penal de la persona jurídica  
 
 
Habiendo mencionado las corrientes dominantes o incluso de mayor interés para la 




a la responsabilidad penal de la persona jurídica, esto es la teoría por reporte de empresa 
y la teoría por imputabilidad a la inversa. 
 
2.1.3.1. Teoría del reporte de empresa 
 
La teoría del reporte de empresa en Alemania, Verbandsunrecht, se entiende a partir del 
no reconocimiento del principio de responsabilidad penal de la persona moral. 
Entendiendo que la persona jurídica no puede cometer una infracción, sin embargo, es 
sancionada por una infracción cometida por una persona natural. Es contrario al sistema 
belga, en donde la persona jurídica comete la infracción y es castigada una persona 
natural (Geeroms, 1996). En Alemania es castigada la persona jurídica por un acto 
cometido por la persona natural. Lo anterior dicho por el código Penal Alemán, en los 
siguientes términos en su artículo 14:  
 
  Actuar por otra persona.  
(1) Alguien actúa 
 
1. Como órgano con poder de representación de una persona jurídica o como 
miembro de tales órganos.  
2. Como socio con poder de representación de una sociedad comercial de 
personas, o.  
3. Como representante legal de otro, así una ley fundamenta la punibilidad de 
acuerdo con las especiales cualidades personales, las relaciones o las 
circunstancias (características especiales personales). También se debe 
aplicar al representante aun cuando esas características no las tenga él pero 
si existan en el representado.  
(2) Si alguien es autorizado por el propietario de una empresa o por alguien para ello.  
1. Encargado de dirigir totalmente o parcialmente la empresa; o  
2. Expresamente encargado a salvaguardar bajo su propia responsabilidad, 
taras que le corresponden al propietario de la empresa, y actúa el con 
fundamento en ese encargo, entonces la ley es la que fundamenta le 




también se aplica al encargo, aun cuando esas características no las tenga él, 
pero si existan en el propietario de la empresa. Al establecimiento en el sentido 




2.1.3.2. Teoría de la imputabilidad a la inversa 
 
Este modelo es aplicado en Bélgica, país que no reconoce la responsabilidad penal de 
personas morales, lo cual haría evidente la impertinencia de encontrarse en este 
documento. Ahora, si bien no existe la imputación a la persona jurídica, de conocerse una 
infracción de la cual pudiera ser responsable la persona jurídica se atribuye la 
responsabilidad de tal conducta a una persona natural. Con todo, la determinación de la 
persona natural que sería imputado se da a través de tres tipos de imputabilidad:  
“imputabilidad legal, imputabilidad convencional e imputabilidad judicial” (Geeroms, 1996 
p. 542). En la primera, la ley determina la persona natural a ser imputada; en la segunda 
se permite a la persona jurídica determinar la persona natural que sería imputada y, en la 
tercera, el juez el poder de designar a un agente penal al cual pueda ser atribuida la 
responsabilidad. 
 
Habiendo hecho mención a las distintas teorías que han llevado a establecer la 
responsabilidad penal de las personas morales, es pertinente revisar las teorías de la 
pena que pueden corresponder a tal tipificación. Esto en la medida en que la 
configuración del tipo penal que recoja a las organizaciones jurídicas de múltiples tipos, 
debe estar acompañada de un conjunto de eventuales penas que puedan ser cumplidas 
por una persona jurídica como consecuencia de la abstracción definida como la suma de 
voluntades individuales.  
 
2.2. Teorías de la pena 
 
Para el abordaje de las teorías de la pena o las teorizaciones sobre la finalidad de la pena, 




de personas jurídicas. Asimismo, en un momento posterior al referirse de partidos 
políticos, convine aproximarse al concepto de la pena y el castigo. Dicha aproximación 
se dará a partir de lo afirmado por autores referentes en las teorías de la pena, el castigo 
y criminológicas, estos son: Durkheim, Weber, Rusche y Kirchheimer.  
 
Por lo tanto, procederá a esbozar la respuesta a ¿Cuál es el fin de la pena? Esto, a partir 
de las teorías de la retribución, relativas o de unión, para así concluir con la revisión de la 
teoría restaurativa de la justicia como propuesta que profundiza los cuestionamientos 
generados en las teorías relativas. Esto desarrollará la intensión de aproximar la 
tipificación a ser propuesta –de sanción penal a los partidos políticos en Colombia- a un 
modelo de justicia restaurativa que permita poner en el centro de la discusión de política 
criminal a las víctimas de las organizaciones partidarias.  
 
 
2.2.1. Aproximación al concepto de pena y castigo 
 
El castigo en Durkheim  
 
La teoría de Durkheim, en síntesis, tiene como base de asiento la relación entre la 
moralidad y los dispositivos de castigo. Dicho en términos de Garland “para él, el castigo 
es un juicio moral impulsado por sentimientos morales; sus formas simbolizan y expresan 
juicios morales y sus efectos están encaminados principalmente a reafirmar el orden 
moral” (Garland, 1990, p. 66)  
 
Ahora, la moralidad como punto de partida para ubicar la sujeción del castigo a este, 
requiere de la identificación de un hecho social, “mediante el cual sea posible definir el 
orden moral, alrededor del cual se crea la comunidad y la solidaridad social” (Díaz, 2007, 
p.142). La solidaridad social y la creación de comunidad como preocupación para 
Durkheim solo puede darse en la medida en que “existe primero un marco compartido de 
significados y moralidades, sin el cual es imposible concebir la vida social, ya que incluso 
los intercambios más elementales entre individuos requieren una serie de normas 




el lugar en el que cobra sentido el derecho represivo, dado que la ruptura de las reglas 
morales trae consigo el delito.   
 
Ahora, todos los crímenes, según Durkheim (2007) tienen las siguientes características:  
 
1. El crimen hiere sentimientos que se encuentran en todos los individuos normales 
de la sociedad considerada; 
2. Esos sentimientos son fuertes 
3. Los sentimientos son definidos (p. 432) 
 
Tales sentimientos se ubican como desarrollo y parte de la moral social, la cual contempla 
la implementación del castigo como juicio moral que hace la sociedad. El juicio moral se 
encuentra erigido sobre los siguientes elementos:  
i. la idea de lo sagrado, ii. El papel del castigo en la conservación de los 
sentimientos sagrados, iii. Las pasiones que impulsan el castigo y le dan un 
sustento social, iv. Los rituales que expresan estas pasiones e implantan las 
medidas penales, v. La participación de la comunidad al aplicar un castigo y vi. 
Los supuestos efectos sociales que produce aquel (Garland, 1990, p. 66). 
 
En este apartado interesa lo dicho por el autor referido, en tanto el papel del castigo en la 
conservación de los sentimientos sagrados y los supuestos efectos sociales que produce 
aquel, llevarían a aportar a la construcción de la respuesta del fin del castigo para 
Durkheim. En este sentido, la conservación de los sentimientos sagrados y los efectos 
tienen un lugar de encuentro. Es el intento de “re-sacralización” del mundo social 
reproduciendo el orden social “a partir de la institución y defensa de un conjunto de 
valores que se proponen como trascendentes, pero ya no como accidente regresivo sino 
como un proceso emergente vinculado al modo de constitución social” (Tonkonoff, 2012, 
p. 137). 
 
La constitución social y el mantenimiento del orden dado a través de los mecanismos 
mencionados, permiten entender por qué el castigo nunca es sólo una “reacción ante 




como medio para controlar el crimen, también tiene la de preservar el sistema” (Garland, 
1990, p. 79). Ahora, Durkheim prevé la existencia de sanciones que reparan, sin embargo, 
su objetivo más allá de resarcir el daño es conservar el sistema social.  
 
 
El castigo en Rusche, Kirchheimer y la tradición marxista 
 
Los autores referidos, así como algunos a ser mencionados y que puedan clasificarse 
como parte de la teoría critica al castigo existente, parten por la identificación del castigo 
en la historia, sus efectos y fines sociales, hasta encontrar su más reciente expresión en 
la sociedad capitalista contemporánea. Ahora, es conveniente advertir que la posición 
asumida por este conjunto de autores tiene una crítica transversal –más o menos latente- 
al sistema económico capitalista, encontrando en dicho sistema la expresión del castigo 
como medio para la estabilidad sistémica.  
 
Dicho esto, David Garland (1999) recoge las seis principales tesis a ubicarse en el trabajo 
realizado por Rusche y Kirchheimer sobre el castigo, para presentarlas en la siguiente 
síntesis: 
Primera: El castigo no existe como unidad particular, más bien existen formas en 
la historia de reaccionar frente a la realización de determinada conducta que 
puede encontrarse proscrita, lo cual implica el análisis histórico de sistemas 
concretos de castigo y prácticas criminales específicas. Segunda: El modo de 
producción es el determinante principal de los métodos penales específicos en 
periodos históricos específicos. Tercero: La significación independiente del 
castigo, la cual se entiende como la determinación del castigo a partir de las 
fuerzas sociales inmersas en su definición.  Cuarto: El estudio de las instituciones 
penales debe darse a partir de su interrelación con otras instituciones que aplican 
políticas sociales. Quinto: el castigo debe verse, no como una respuesta social a 
la criminalidad de los individuos sino como un mecanismo de respuesta ante la 
lucha de clases, y sexto: el castigo se encuentra permeado de ideología, en tanto 
se lo presenta como respuesta dada con el fin de beneficiar a la sociedad, sin 





De la lectura hecha por Valentina Vegh de Pavarini, autor relevante de la tradición critica, 
se tiene que el control penal y el castigo contemporáneo en la sociedad capitalista genera 
un triple efecto: disciplina, segmenta y selecciona. El disciplinamiento se da en la medida 
en que se impone el castigo “como un instrumento que margina a la población que no 
puede ser absorbida por el mercado laboral, generando un mecanismo de control de la 
conflictividad emergente en las amplias capas de miseria” (Vegh, 2013, p. 11). En 
consecuencia, la segmentación se da al generar un conjunto de capas de clase con 
diferencias fuertemente marcadas, en la que, la capa más baja puede vivir en condiciones 
infrahumanas, así, “el castigo, y la difusión del temor al delito y a la sanción que este 
acarrea lleva a resquebrajar la unidad de clase desalentando los eventuales 
levantamientos populares” (Vegh, 2013, p. 11).  
 
Por último, la selección lleva a que a pesar de la existencia de una serie de 
comportamientos proscritos de la vida social, sean castigados con mayor contundencia 
los que pueden poner en riesgo la estabilidad sistémica. Así las cosas, se conciben “los 
delitos de cuello blanco como aquello ilícitos penales cometidos por sujetos de elevada 
condición social que utilizan las redes en las que se encuentran insertos a modo de 
protección” (Vegh, 201, p. 11). Mientras que los comportamientos en los que se castigan 
a los sujetos disciplinados y segmentados encubren el delito dado en altas esferas del 
poder político. 
 
Lo dicho esboza en términos generales y sintéticos algunas de las tesis más relevantes 
que llevan a aproximarse al entendimiento que del castigo da la tradición marxista. Ellos 
se presentan como aporte al entendimiento del castigo como una manifestación histórica 
concreta, inmersa en un conjunto de relaciones institucionales, sociales, políticas, 
económicas e ideológicas. Tal integración de campos del conocimiento lleva a tener una 
lectura más integra del fenómeno del castigo en la sociedad contemporánea.  
 
 





En la teoría sociológica de Weber se presenta una importante variación frente a las 
anteriores. Si Durkheim hacía énfasis en que la cohesión de la sociedad y la apuesta 
marxista desnudaba los dispositivos de control del poder, en Weber se profundiza en la 
dominación ejercida a través del poder y, en consecuencia, el castigo como desarrollo de 
la dominación.  
 
Ahora, antes de hacer referencia al castigo es preciso anotar que para este autor  
el poder político tiene asiento sociológico en tres tipos de dominación: carismática, 
tradicional y racional; la carismática deviene como un don sobrenatural que la 
divinidad otorga al elegido, la tradicional se basa en la obediencia a la norma 
consuetudinaria, mientras que la racional se fundamenta en la obediencia 
interpersonal a la Ley (Villalobos, 1981, p. 896). 
 
Dicha dominación racional es propia de sociedades complejas con un alto grado de 
organización.  
 
Como consecuencia de la racionalización de la vida social, Weber refirió la existencia de 
“tres subsistemas autónomos en la sociedad, tales son el derecho, la política y la 
economía” (Guzzini, 2015, p. 104). Esto llevó a que el ejercicio del derecho y del castigo 
estuviera mediado por la racionalidad en la imposición de la sanción, así como en la 
finalidad de la misma.  
 
Tal situación lleva a que el juez no tenga como función garantizar la venganza o la 
estabilidad de un orden divino, sino aplicar un “castigo racionalmente organizado, y las 
querellas y reparaciones en un procedimiento judicial según normas racionales, las cuales 
llevan a que la comunidad política monopolice el aparato coactivo para ser un instituto 
protector de los derechos” (Weber, 1944, p. 667). En síntesis, la interpretación del castigo, 
según los términos expuestos por Weber, está mediada por la racionalidad al ubicar el 
sentido de la sanción de acuerdo los fines impuestos por el ejercicio de dominación dado 






2.2.2. De las teorías de la pena 
 
Habiendo esbozado algunas aproximaciones de interés al fin de la pena, no solo desde 
su concepto sino desde los posibles abordajes a ser dados a ella, es pertinente proceder 
a exponer las principales teorías sobre el fin del castigo o de la pena, esto con el interés 
de explorar el fin teórico y práctico de la integración de la sanción a los partidos políticos 




2.2.2.1. Teoría absoluta de la pena 
 
Las teorías absolutas de la pena son definidas por Zaffaroni (2007) como aquellas  
que desde Bauer en 1830 hasta la actualidad exponen más o menos lo mismo, la 
pena tiene como función la defensa de la sociedad, esto expuesto por dos de sus 
referentes en occidente, Kant, quien afirma que el Estado es el garante externo 
del imperativo categórico, que se materializa mediante la pena talional, necesaria 
para no volver al estado de naturaleza precontractual. Esto, mientras que Hegel 
afirma que si la pena no niega el delito no podrá reafirmar el derecho, con lo cual 
el estado desaparece y se vuelve al estado de naturaleza (p.36-38) 
 
La referencia hecha a Hegel y Kant es reiterada en múltiples textos doctrinales que se 
aproximan a la teoría absoluta de la pena, dándose en la mayoría de ellos una definición 
univoca de lo dicho por el par de tratadistas. La comprensión que Hegel tuvo del delito, 
se sintetiza en la premisa de es que la negación del orden jurídico  
“la pena cumple entonces un papel restaurador del orden y retributivo de la 
conducta cometida de cara a la racionalidad que integra la pena, de esta manera, 
según cual sea la intensidad de la negación del derecho, así también será la 
intensidad de la pena con que el derecho será afirmado (Bustos y Hormazábal, 




Dicho esto, la teoría absoluta del delito en Hegel restaura el orden en la generalidad social 
y retribuye el delito frente al que ha negado el derecho con un castigo dado con la misma 
intensidad presente en la negación del derecho.  
 
Por su parte, Kant tiene un abordaje central “el lugar ético del delito en el uso de la 
libertad, el cual ha sido enfocado en un mal causado, situación que lleva a que el 
delincuente sea merecedor de la pena” (Bustos y Hormazábal, 1997, p. 45). En esta 
síntesis de la lectura de la retribución, el merecimiento de la pena y el castigo se pueden 
leer como el centro del reproche por el mal causado.  
 
Lo dicho es aunado por Ferrajoli (1989) el cual afirma que son las “teorías absolutas 
aquellas en las que se concibe a la pena como el fin en sí mismo, por su valor axiológico 
en sí mismo, por consiguiente, no un medio sino una meta jurídica” (p. 253), lo cual hace 
a un lado su interpretación como un medio o para alcanzar otro fin distinto a sí mismo.  
 
Sobre la aplicación de la pena de cara a las teorías absolutas y relativas, ha sido explicado 
por Bacigalupo (1998) que “solo es legítima la pena justa, aunque no sea útil, sí como 
una pena útil, pero no justa, carecerá de legitimidad” (p. 19). Este autor retoma el núcleo 
central de la teoría absoluta, lo justo y necesario de la pena en su aplicación.  
 
 
2.2.2.2. Teorías relativas de la pena 
 
Las teorías relativas de la pena, dan un paso adelante frente a las teorías absolutas. 
Mientras que las absolutas tienen a la sanción como reacción al delito, las relativas 
tienden a cuestionar la utilidad de la pena. Lo dicho se da partir de la afirmación de la 
proximidad entre el derecho penal y el problema social inmerso en el delito de cara a 
futuros delitos. Bien es afirmado por Ferrajoli (1989) “las teorías «relativas» todas las 
doctrinas utilitaristas, que consideran y justifican la pena sólo como un medio para la 





De tal cuestionamiento nace la teoría relativa de la pena, de la mano de sus dos 
principales vertientes: 
Primera, la prevención general, y segunda, la prevención especial. La prevención 
general va dirigida a toda la comunidad social con tal de generar la abstención de 
delinquir. La prevención especial es la actuación sobre el delincuente, ya sea 
enmendándolo para que en el futuro no vuelva a delinquir o bien neutralizándolo 
con una actuación sobre su persona que le impida desarrollar una actividad 
delictiva” (Bustos y Hormazábal, 1997, p. 47).  
Tal primera subdivisión encuentra una segunda división, la cual es presentada por 












 2.1.1. Positiva (mantener 
la fidelidad al derecho) 
















  2.2.2. Negativa 
(eliminación física, 
neutralización) 
Extraído de Zaffaroni, 2006, p. 38. 
 
A su vez Zaffaroni (2006) afirma que “la prevención general negativa va dirigida a 
quienes no delinquieron, para que en el futuro no lo hagan, esto a partir de la intimidación 
que produce la pena a ser impuesta” (p. 41). Tal pretensión disuasiva tiene efectos 
particulares dependiendo el delito a ser cometido eventualmente (prevenido) por 





Esta teoría entiende la prevención (como ejercicio comunicativo negativo), es decir, 
“como amenaza que actúa sobre toda la colectividad, intimidando indistintamente a las 
personas, porque ejerce una coacción psicológica sobre los miembros de la sociedad que 
resulta en la abstención de delitos a cometerse” (Araújo, 2009, p. 48). La intimidación se 
vuelve el medio a través del cual se garantiza la no concurrencia del delito.  
 
La prevención general negativa ha sido criticada ya que, en la práctica, se genera una 
ilusión de prevención general, que causa que se eleven las sanciones penales, con la 
expectativa de que la difusión comunicativa del aumento de la pena (la cual puede estar 
en constante aumento) desestimule la comisión del delito. No obstante, tales penas 
terminan siendo impuestas a unas pocas personas poco hábiles.  
 
Ahora, la prevención general positiva introduce un efecto positivo sobre los no 
criminalizados,  
pero no para disuadirlos mediante la intimidación, sino como valor simbólico 
reforzador de su confianza en el sistema social en general. A su vez se reconoce 
que el poder punitivo no cura las heridas de la víctima y ni siquiera retribuye el 
daño, en esta teoría se cosifica a una persona utilizando su dolor como símbolo 
(Zaffaroni, 2006, p. 43). 
 
Tal confianza puede presentarse en la medida en que se tenga cierto grado de efectividad 
en la imposición de sanciones justas, “surge la confianza en el derecho, porque los 
miembros de la sociedad constatan y saben que la ley será cumplida permitiendo la 
pacificación social” (Araújo, 2009, p. 55). En esta teoría el reconocimiento de la ausencia 
de la “cura” para el daño sufrido por la víctima es una primera aproximación al 






La teoría de la prevención especial positiva, recae sobre las condiciones particulares 
vividas por el infractor, aquel que ha sido dirigido a un centro carcelario. Tal examen hace 
evidente que  
la prisión comparte las características de las demás instituciones totales 
(manicomios, conventos, cuarteles, etc.) y se coincide en su efecto deteriorante. 
Se conoce su efecto regresivo, al condicionar a un adulto a controles propios de 
la etapa infantil o adolescente y eximirle de responsabilidades propias de su edad 
cronológica (Zaffaroni, 2006, p. 43).  
Estos cuestionamientos remueven las bases de las teorías absolutas al cuestionar la 
reclusión en sí misma como el fin cumplido de la pena, para ahora, problematizar el 
desarrollo del individuo recluido en una institución penitenciaria.   
 
La teoría de la prevención especial negativa plantea en síntesis que “la coacción 
directa administrativa: no hay diferencia entre esta y la pena, ya que ambas buscan 
neutralizar un peligro actual. El delincuente es un animal peligroso que anda suelto y es 
necesario detener, incluso antes de que cometa cualquier delito” (Zaffaroni, 2006, p. 48). 
Esta teoría plantea la necesidad de detener a quien vulneró el derecho en su 
potencialidad lesiva para la sociedad. Lo anterior se puede presentar como una afectación 
al individuo, situación que se podría presentar como contraveniente del liberalismo 
político, cuna de la teoría de la prevención en la aplicación de la pena. Sin embargo, tal 
aplicación se da una vez han sido derrotados los postulados anteriores.  
 
De las puntadas expuestas de las teorías relativas de la pena, bien se entiende abierto el 
campo para cuestionar la efectividad y la utilidad de la pena. De tal manera se dará paso 
a presentar la teoría de la justicia restaurativa como alternativa desde la política criminal.  
 
 
2.2.2.3. Teoría de la unión de la pena 
 
Dentro de las teorías de la pena se tiene a la teoría de la unión la cual hace un esfuerzo 




(199) “se trata de teorías que procuran justificar la pena en su capacidad de reprimir 
(retribución) y prevenir (protección) al mismo tiempo, esto significa que la teoría de la 
unión es legítima en la medida en que es justa y útil” (p. 16). Ahora balancear la represión 
y la prevención en la aplicación de una pena puede generar tensiones en la medida en 
que alguno de los fines de la pena puede cobrar mayor protagonismo.  
 
De dicha tensión surgen dos orientaciones de las “teorías de la unión” 
“la primera de ellas da preponderancia a la justicia sobre la utilidad, esto es, a la 
represión sobre la prevención, la segunda orientación distribuye en momento 
distintos la incidencia legitimante de la utilidad y la justicia, concluyendo que solo 
es legítima la pena que opere preventivamente” (Bacigalupo, 1996, p. 16 - 17).  
Tal clasificación de las variantes de la teoría de la unión es acompañada por Roxin siendo 
denominadas –las teorías unificadoras retributivas y las teorías unificadoras 
restaurativas. 
 
Sobre cada una se afirma lo siguiente, las teorías unificadoras retributivas tienen como 
elemento central el reconocimiento de la sanción a partir de su identificación histórica 
como retribución, y ubicando el objetivo de la pena criminal es “sin perjuicio de su 
cometido de intimidad y resocializar, retribuir el injusto cometido” (Roxin, 1997, p. 95), 
esto como tesis de los defensores de la unificación sobre la retribución. Sin embargo, 
Roxin (1997) señala que “una teoría unificadora aditiva de este tipo no resuelve las 
carencias de las diferentes opiniones particulares, sino que suma y conduce sobre todo 
a un ir y venir sin sentido entre los diferentes fines de la pena, lo cual imposibilita una 
concepción unitaria de la pena como uno de los medios de satisfacción social” (p. 95). 
Tal posición asumida por Roxin permite entrever cuál es su posición de cara a una teoría 
de la pena preventiva dialéctica, como síntesis de la retribución y la prevención.  
 
Ahora, la teoría de la unión preventiva, en principio no renuncia a la retribución. Empero, 
esta es dada atendiendo al tipo de prevención, esto es general o especial. Al ser general, 
la sanción impuesta puede prevenir la concurrencia de otras faltas a la norma, esto 




puede dar como un ejercicio de “compensación de los defectos de socialización del autor, 
siendo pedagógica y terapéuticamente eficaz cuando se establece en relación de 
cooperación con el condenado” (Roxin, 1997, p. 96). Lo dicho representa un cambio 
sustancial en el “equilibrio” a darse en la unión de retribución y prevención presente en la 
teoría de la unión preventiva general, lo cual representa un reto en el establecimiento de 
una teoría de la pena que tienda a retribuir mientras que previene dados los múltiples 
enfoques que pueden darse.  
 
Teniendo en cuenta lo anterior, y a sabiendas de la dificultad presente en la concreción 
de una teoría de la unión como síntesis de la retribución y prevención, es imprescindible 
mencionar que es conveniente analizar la variante de la teoría de la unión a ser 
implementada de cara al fenómeno social representado en y a través del delito, así como 
a los actores pasivos y activos del delito. Tal forma de aproximarse a una “variable” de la 
teoría de la unión hará posible su implementación de cara a la complejidad del problema 
social al que atiende.  
 
2.2.3. La teoría de la justicia retributiva, restaurativa y la preponderancia 
restauradora 
 
Es posible entender a la justicia restaurativa como uno de los tantos desarrollos dados a 
partir de la problematización a la efectividad de la pena, no como evidencia de la 
concreción de la sanción en la disminución del fenómeno criminal, sino como revisión de 
las consecuencias del delito en la victima y el beneficio que esta recibe en el castigo 
impuesto. En la justicia restaurativa se tiene una radical diferenciación en el fin de la pena 
frente a las teorías absolutas de la sanción penal o retribucionistas. Mientras que dichas 
teorías presentan a la pena como justa respuesta ante la negación del derecho y del 
proyecto ético de la sociedad -tal como fue señalado anteriormente- el proyecto 
restaurativo de la justicia pone especial énfasis en el afectado.  
 
Tal diferenciación puede ser nutrida por las características y diferencias presentadas por 




mayor relevancia que sientan distancia entre los dos modelos de justicia, esto dicho en 
los siguientes términos:  
 
i. La justicia restaurativa reconoce en el infractor de la norma, el daño a las víctimas, 
comunidades y a si mismo incluso, esto más allá de una simple transgresión a la 
norma como es visto por la justicia retributiva.  
ii. La justicia restaurativa involucra más partes a la respuesta al crimen, incluye a las 
víctimas y comunidades, sumado al Estado y al infractor tradicionalmente 
integrado en el proceso penal.  
iii. La justicia restaurativa mide el éxito en cuanto a los daños que fueron reparados 
o prevenidos, más allá de la magnitud de la sanción.  
iv. Se supera la identificación del castigo con venganza propia de la justicia 
retributiva, buscando la reparación, mientras se hace evidente el fracaso de la 
resocialización de los delincuentes, de tal forma que se puesta por sanciones 
alternativas.  
v. La justicia retributiva tiende a estigmatizar a las personas, marcándolas 
indebidamente con una etiqueta negativa, esto mientras que el enfoque 
restaurativo confronta y desaprueba los delitos dando la oportunidad al 
delincuente de rectificar su daño.  
vi. En la justicia retributiva se entiende el crimen como una ofensa contra el Estado, 
mientras que en la justicia restaurativa el daño representa una ofensa contra las 
víctimas.  
vii. La justicia restaurativa tiene como sanción a la infracción de la norma, un conjunto 
de medidas que aseguren reparar el daño y prevenir nuevos delitos (pp. 204-205) 
 
De lo dicho se evidencia que la justicia restaurativa para la materialización de la 
reparación echa mano de un conjunto de medidas que superan a la tradicional reclusión 
en centro carcelario. Entonces, se tiene como centro del proceso penal a la víctima y 





De cara a las características de la justicia restaurativa y distinciones a la retributiva, la 
profesora María Guadalupe Rodríguez (2019) se ha permitido identificar los tres pilares 
de la justicia restaurativa: primero, la atención a los daños y las necesidades, segundo, 
los compromisos y tercero, la participación. Tal lectura permite realizar una aproximación 
previa a los conjuntos de acciones a ser contenidas en la justicia restaurativa.  
 
La profesora Rodríguez desarrolla los pilares en mención en los siguientes términos. 
Primer principio: Atención a los daños y a las necesidades. Mientras que la justicia 
retributiva el centro se encuentra en que el delincuente reciba un castigo ejemplificante 
para que otros no cometan delitos, la justicia restaurativa se centra en el daño sufrido por 
las víctimas, por el mismo ofensor y los miembros de la comunidad.  
Segundo principio: Las obligaciones. En la justicia restaurativa se tiene la certeza de una 
pena a ser impuesta acorde al delito cometido. Ahora en la justicia restaurativa, se tiene 
responsabilidad activa del ofensor y las obligaciones que conlleva. Tales obligaciones se 
ven reflejadas en la complementariedad de los procesos restaurativos al sistema de 
justicia punitiva.  
 
Tercer principio: El compromiso o la participación. Dado que en la justicia restaurativa se 
tiene como presupuesto la reparación de las víctimas, tal proceso implica el 
reconocimiento de las necesidades de estas generadas a partir de la lesión al bien 
jurídico. Tal reconocimiento implica la participación en el proceso judicial. El especial 
interés en la victima se ve representado en entender a la sanción como una decisión de 
política criminal que busca –en su integridad- a partir del reconocimiento de la dificultad 
de volver el bien jurídico al estado de cosas existente antes de su afectación, esto a partir 
de un conjunto de medidas aplicadas para el beneficio de la víctima.  
 
Tales medidas tradicionalmente se pueden ubicar en el diagrama construido por Paul 
McCold y Ted Wachtel (2003) titulado “Tipos y grados de prácticas de justicia 






Tomado de McCold y Wachtel, 2003, p. 3. 
 
Las múltiples medidas tomadas para reparar el daño tienen su materialización en la 
aplicación de la justicia en Colombia. Tales ejercicios restauradores serán expuestos en 
el tercer capítulo del presente documento.  
 
Ahora, si bien se puede entender que el fin último de la justicia restaurativa es, atendiendo 
a su denominación, restaurar el daño sufrido, es uno de los tres fines de este modelo de 
justicia, que son:  
a) Responsabilidad por parte del ofensor, porque cada persona debe responder 
por sus acciones u omisiones; b) Restauración de la víctima, quien necesita ser 
reparada. Requiere abandonar su posición de dañado, así como toda la sociedad 
y c) Reintegración del infractor, quien necesita restablecer los vínculos con la 
sociedad que, a su vez, necesita del buen desempeño de todos sus integrantes 





Tales fines permiten hacer evidente que la restauración contempla debe ser sobre quien 
vulneró la norma como sujeto activo, sobre el cual recae la responsabilización, pero 
también el cuestionamiento de las medidas necesarias para devolverlo a la sociedad una 




2.3. La pena para personas jurídicas 
 
En el presente apartado se realizada un recuento de las sanciones aplicables a las 
personas jurídicas en algunos países que conciben la responsabilidad penal sobre ellas. 
En dicha descripción se ubicará a la fuente formal de la responsabilidad como la norma 
que la prevé, su ámbito de aplicación, en el cual pueden encontrarse o no a las 
organizaciones de especial interés en este trabajo de investigación, esto es los Partidos 
Políticos y, finalmente, se traerán fragmentos de la normatividad extranjera.  
 
 
2.3.1. Sanciones a personas jurídicas en Francia 
 
La responsabilidad penal de personas jurídicas en Francia se encuentra prevista en la 
Ley N° 92-683 del 22 de Julio de 1992, relativa a la reforma de disposiciones generales 
del Código Penal: modifica el principio de responsabilidad penal de las personas morales, 
y la Ley N° 2004-204 del 9 de marzo de 2004 de adaptación de la justicia a las evoluciones 
de la criminalidad. A su vez en el Código Penal Francés en los artículos 121-2, 131-37 y 
Código Procesal Penal Francés en los artículos 706-41 y siguientes.  
 
De su ámbito de aplicación se puede concluir que:  
 
i. Aplica en principio para todas las personas jurídicas salvo para el Estado. Los 
entes colectivos públicos pueden ser responsables en actividades que pueden dar 





ii. En los términos del tipo penal, requiere que la infracción sea cometida: “por su 
cuenta, por sus órganos o representantes” criterio jurisprudencial de la Corte de 
Casación: “quien tenga posesión de poder legal de decisión de la persona moral”. 
 
iii. “En el caso de que la responsabilidad de la PM sea por cuenta propia no se 
requiere demostrar un acto de aprovechamiento, sino que solamente la infracción 
se haya cometido en el marco de las actividades de la PM” (Poelemans, 2014, p. 
120). 
 
iv. “La responsabilidad penal de la persona moral no es excluyente de la 
responsabilidad de la persona natural, y viceversa. De hecho, pueden ser 
acumulables” (Poelemans, 2014, p. 121)..  
 
v. “Las personas jurídicas son ahora susceptibles de ser perseguidas por cualquiera 
infracción salvo cuando un texto lo excluye expresamente, como en materia de 
prensa y de comunicación al público por vía audiovisual o electrónica” 
(Poelemans, 2014, p. 121). 
 
vi. Si la PM está en liquidación, es responsable. Si absorbe, fusiona o se transforma 
en otra PM, cambia naturaleza y varia su responsabilidad.  
 
vii. Con la modificación del Código penal en el año 2000, el legislador francés permitió 
que, en aquellos casos de negligencia, la persona jurídica sea responsabilizada 
penalmente, aun cuando no se haya podido establecer la persona física 
responsable, siempre y cuando de los antecedentes del caso sea posible presumir 
que hubo responsabilidad de una persona natural. Por otro lado, cuando se trata 
de delitos dolosos, será necesario establecer previamente la persona física 
responsable, respetándose claramente el modelo de responsabilidad vicarial o por 





A su turno, las penas criminales o correccionales que pueden imponerse a las personas 
jurídicas son en primera instancia la multa <art. 131-37>, y con una o varias de las 
siguientes penas, según el artículo 131-39 del Código Penal Francés:  
 
1º La disolución, cuando la persona jurídica haya sido creada para cometer los 
hechos incriminados o, si se trata de un crimen o delito castigado para las personas 
físicas con una pena de prisión igual o superior a tres años, cuando se haya 
desviado de su objeto social para cometer los hechos incriminados; 
 
 2º La prohibición, a título definitivo o por un periodo de hasta cinco años, de ejercer 
directa o indirectamente una o varias actividades profesionales o sociales; 
 
 3º La colocación, por un periodo de hasta cinco años, bajo vigilancia judicial; 
 
 4º La clausura definitiva o por un periodo de hasta cinco años de los 
establecimientos o de uno o varios de los locales de la empresa que hayan servido 
para cometer los hechos incriminados; 
 
 5º La exclusión de la contratación pública a título definitivo o por un periodo de 
hasta cinco años; 
 
 6º La prohibición, a título definitivo o por un periodo de hasta cinco años, de hacer 
llamamiento público al ahorro; 
 
 7º La prohibición, por un periodo de hasta cinco años, de emitir otros cheques salvo 
los que permitan la retirada de fondos por el librador contra el librado o los que estén 
conformados, o de utilizar tarjetas de pago; 
 
 8º El comiso de la cosa que haya servido o estuviera destinada a cometer la 





 9º La publicación de la resolución adoptada o su difusión a través de la prensa 
escrita o por cualquier medio de comunicación pública por vía electrónica. 
 
Las penas definidas en los apartados 1º y 3º anteriores no se aplicarán a las 
personas jurídicas de derecho público susceptibles de responsabilidad penal. No 
se aplicarán a los partidos o agrupaciones políticas ni a los sindicatos profesionales. 
La pena definida en el apartado 1º no se aplicará a las instituciones representativas 
del personal. 
 
El ordenamiento jurídico francés contempla la existencia de penas concretas para faltas 
precisas, disponiéndose de las siguientes sanciones. En el artículo 131-40, penas 
privativas o restrictivas de derechos.; en el artículo 131-41, multa hasta con un máximo 
del quíntuplo aplicable las personas físicas; en el artículo 131-42, la prohibición, por un 
periodo de hasta un año, de emitir cheques, salvo excepciones y el decomiso de cosa 
que haya servido a la infracción o sea producto de la misma. 
 
 
2.3.2. Sanciones a personas jurídicas en España 
 
Las sanciones penales a las personas jurídicas en España se encuentran reglamentadas 
en las Leyes Orgánicas 5 del 22 de junio de 2010 y 1 del 30 de marzo de 2015, por medio 
de las cuales se modificó el Código Penal- Ley Orgánica 10 de 1995. Resulta relevante 
la circular 1/2016 de la Fiscalía española en la cual hay cambio de culpabilidad y modelo 
de responsabilidad 
 
Sobre el ámbito de aplicación es posible afirmar que:  
 
1. “Se  trata  de  un sistema de incriminación cerrado10 (numerus clausus), de un 
catálogo cerrado, entre los que se incluyen la estafa, el descubrimiento y 
revelación de secretos, las insolvencias punibles, los   delitos   contra   la   
 
 




propiedad   intelectual   e   industrial,   contra   el   mercado   y   los consumidores, 
contra la Hacienda Pública y la Seguridad Social, delitos ecológicos, contra la 
ordenación del territorio y el urbanismo, contra los recursos naturales y el medio 
ambiente, corrupción, y delitos relativos al mercado de valores” (Perez, 2018, p. 
123). 
 
2. “Se  trata  de  un sistema de incriminación cerrada  (numerus clausus), de un 
catálogo cerrado, entre los que se incluyen la estafa, el descubrimiento y 
revelación de secretos, las insolvencias punibles, los   delitos   contra   la   
propiedad   intelectual   e   industrial,   contra   el   mercado   y   los consumidores, 
contra la Hacienda Pública y la Seguridad Social, delitos ecológicos, contra la 
ordenación del territorio y el urbanismo, contra los recursos naturales y el medio 
ambiente, corrupción, y delitos relativos al mercado de valores” (Pérez, 2018, p. 
123). 
 
3. No requiere que se culpe a la persona natural, también es acumulativa.  
 
4. “Desde la introducción en nuestro Derecho del modelo societas delinquere postest 
por la LO 5/2010, nuestro sistema de responsabilidad de las personas jurídicas se 
ha basado siempre en una «doble vía» de atribución de responsabilidad a las 
personas jurídicas, en función de si el delito es cometido por representantes de la 
persona jurídica o por otras personas con la aquiescencia o pasividad de estos 
representantes (la llamada «actuación directa» y «actuación descontrolada»)” 
(Escrihuela, 2019, p. 152). 
 
Cabe advertir que la reforma al código penal dada en 2015, determinó un conjunto de 
medidas que, de ser tomadas por las personas jurídicas, pueden generar un eximente de 
responsabilidad. Tal introducción a la norma penal buscó despejar algunos de los 
principales interrogantes entorno a los controles que puede tomar una empresa para 
prevenir la comisión de delitos a su interior, decisiones administrativas que pudieran 





Ahora en el Código Penal español se tienen las siguientes penas aplicables a las 
personas jurídicas, que tienen toda la consideración de graves, según el artículo 33.7: 
 
a) Multa por cuotas o proporcional. 
 
b) Disolución de la persona jurídica. La disolución producirá la pérdida definitiva de su 
personalidad jurídica, así como la de su capacidad de actuar de cualquier modo en el 
tráfico jurídico, o llevar a cabo cualquier clase de actividad, aunque sea lícita. 
 
c) Suspensión de sus actividades por un plazo que no podrá exceder de cinco años. 
 
d) Clausura de sus locales y establecimientos por un plazo que no podrá exceder de 
cinco años. 
 
e) Prohibición de realizar en el futuro las actividades en cuyo ejercicio se haya cometido, 
favorecido o encubierto el delito. Esta prohibición podrá ser temporal o definitiva. Si fuere 
temporal, el plazo no podrá exceder de quince años. 
 
f) Inhabilitación para obtener subvenciones y ayudas públicas, para contratar con el sector 
público y para gozar de beneficios e incentivos fiscales o de la Seguridad Social, por un 
plazo que no podrá exceder de quince años. 
 
g) Intervención judicial para salvaguardar los derechos de los trabajadores o de los 




2.3.3. Sanciones a personas jurídicas en Alemania 
 
La sanción a las personas jurídicas en Alemania está prevista en la Ley de infracciones 
administrativas o Ley de contravenciones OWIG art. 30. Frente al ámbito de aplicación, 





1. Es una sanción, y, en consecuencia, una pena de tipo administrativo. 
 
2. Requiere que una persona física haya cometido un delito penal o una 
infracción administrativa, o que la conducta haya sido provechosa para la PM.  
 
3. El numeral 4 del art. 30 dice que, si no se inicia un procedimiento penal o un 
procedimiento de sanción, o si se suspenden, o si se prescinde de la sanción, 
esta multa reglamentaria podrá ser evaluada de forma independiente salvo 
cuando el delito o la infracción no pueda ser perseguida por razones legales. 
 
Ahora la sanción principal en Alemania es la multa, la cual según el artículo 30 de la 
referida norma en el caso de un delito cometido intencionalmente, no más de diez millones 




2.3.4. Sanciones a personas jurídicas en Italia 
 
Las sanciones a personas jurídicas en Italia, se encuentran previstas en el Código Penal 
Italiano, en el artículo 197, el cual contempla un sistema de responsabilidad penal 
subsidiaria de las personas jurídicas en relación a las multas que se imponen a sus 
trabajadores insolventes, es decir, una obligación solidaria. A su vez se tiene el Decreto 
legislativo 231 del 8 de junio de 2001, en el cual se reguló la responsabilidad de las 
personas jurídicas en la comisión de delitos materializados por personas náurales que 
hayan tenido un rol de control o decisión en el interés de la persona moral.  
 
Sobre el ámbito de aplicación es posible afirmar que:  
 
1. Las responsabilidades del individuo y de la entidad colectiva se establecen en el 
mismo juicio penal, garantizando a la persona jurídica todos los derechos 





2. La naturaleza “penal” o “cuasi-penal” de la responsabilidad se puede derivar de la 
estrecha relación entre el delito y la imputación de la responsabilidad a la entidad 
colectiva. También, puede ser consecuencia de las sanciones sumamente 
restrictivas para la entidad responsable, que incluyen la suspensión de sus 
actividades, además de que la responsabilidad de la entidad se establece en el 
marco del proceso penal ante un juez penal (Valenzano, 2015). 
 
3. Dicha cláusula (artículos de 24 a 25 duodecies del d. lgs. n. 231/2001) 
 
4. El juez determina el tipo y la duración de la sanción teniendo en cuenta también 
la idoneidad de las sanciones para prevenir delitos de la misma naturaleza de los 
cometidos (principios del decreto). 
 
Dicho esto, se tiene como abanico de sanciones, según el artículo 9 del Código Penal 
Italiano, las sanciones por infracciones administrativas en razón de un delito. Es decir, la 
sanción pecuniaria, la interdicción, la confiscación o decomiso y la publicación de la 
sentencia. Se tiene un segundo grupo de acciones “descalificantes”: la prohibición de 
ejercer la actividad; la suspensión o revocación de autorizaciones, licencias, concesiones 
funcionales que tuvieron relación con la comisión del delito; la  prohibición de contratar 
con la administración pública, salvo para obtener la prestación de servicio público; la 
exclusión de concesiones, préstamos, contribuciones o subsidios y la posible revocación 
de los ya otorgados y la prohibición de publicitar bienes o servicios. 
 
2.3.5. Sanciones a personas jurídicas en Brasil 
 
Dichas sanciones se encuentran previstas en la Constitución Federal Brasileña, en sus 
artículos 173-5° y 225-3°, en la Ley No. 9.605 de 1998 o Leu de Crímenes Ambientales y 
en la Ley 12.846 de 2013, la Ley Anticorrupción.  
 





1. Actualmente, la Constitución Federal Brasileña hace dos menciones referentes a 
la posibilidad de responsabilidad de los entes colectivos en sus artículos 173, 5º. 
y 225, 3º. En ellos consta que la Ley establecerá las puniciones compatibles con 
la naturaleza de las personas jurídicas en los delitos contra el orden económico y 
financiero y la economía popular, así como que en los delitos ambientales, las 
personas físicas y jurídicas serán responsabilizados penal y administrativamente, 
independientemente de su responsabilidad civil (Januario, 2020). 
 
2. En la legislación infra-constitucional, la Ley de Crímenes Ambientales (9.605/98) 
es la única que prevé expresamente la posibilidad de incriminación de entes 
colectivos en su artículo 3 que dispone que las personas físicas y jurídicas serán 
responsabilizadas civil, penal y administrativamente, en los casos en que la 
infracción sea cometida por decisión de su representante legal o contractual, o de 
su órgano colegiado, en interés o beneficio de la entidad (Januario, 2020). 
 
3. La responsabilidad de las personas jurídicas no excluye la de las personas 
naturales, autores, coautores o partícipes del mismo hecho. 
 
4. La persona jurídica podrá ser desestimada cuando su personalidad sea un 
obstáculo para la reparación de los daños causados a la calidad del medio 
ambiente 
 
Dicho esto, las penas impuestas a las personas jurídicas en el régimen jurídico brasileño 
según el artículo 21 de la Ley de Crímenes ambientales, son multa, restricción de derecho 
y prestación de servicios a las comunidades. El artículo 22 de la misma norma establece 
como sanciones la suspensión total o parcial de actividades, la interdicción temporal del 
establecimiento, trabajo o actividad, y la prohibición de contratar con el poder público, así 
como obtener subsidios, subvenciones o donaciones. A su vez, el artículo 23 establece 
como sanción el costeo de programas y proyectos ambientales, la ejecución de obras de 
restauración en áreas degradadas, el mantenimiento de espacios públicos y las 





Finalmente, el artículo 24 de la citada ley, establece que la persona jurídica constituida o 
utilizada, predominantemente, con el propósito de permitir, facilitar u ocultar la práctica 
del delito definido en esta Ley, habrá decretado su liquidación forzosa, su patrimonio será 




2.3.6. Sanciones a personas jurídicas en Chile 
 
Las sanciones previstas a las personas jurídicas en Chile, se encuentran contenidas en 
la Ley 20.393 del 25 de noviembre de 2009. Sobre su ámbito de aplicación se tiene que 
el artículo 5, de la citada norma establece la responsabilidad “autónoma”, el cual fue 
revisado anteriormente.  
 
Las penas aplicables en el modelo chileno son, según la normativa citada, la disolución 
de la persona jurídica o cancelación de la personalidad jurídica, prohibición temporal o 
perpetua de celebrar actos y contratos con el Estado, pérdida parcial o total de beneficios 
fiscales o prohibición absoluta de recepción de los mismos por un periodo de tiempo 
determinado y multa a beneficio fiscal. 
 
2.3.7. Sanciones a personas jurídicas en Estados Unidos de Norte América 
 
El sistema anglosajón dadas sus distancias en las fuentes del derecho frente al sistema 
continental –situación que no será revisada en el presente documento-, se tiene como 
precedente de sanciones penales a personas jurídicas en Estados Unidos. Por ejemplo, 
la Sentencia Hito, New york central & Hudson River VS United States 1909, en la cual se 
arrojan elementos de juicio de cara al ámbito de aplicación, se establece que cuando se 
habla de persona no se hay distinción entre natural y jurídica. sin embargo, desde la 
sentencia referida se anuncia que existen conductas punibles que una persona jurídica 
no puede hacer, por ejemplo, la bigamia, homicidio entre otras. Dicho esto, la regla de 





Las sanciones a ser impuestas están guiadas por los siguientes principios: primero, el 
tribunal debe, siempre que sea posible, ordenar a la organización que repare cualquier 
daño causado por el delito. Los recursos gastados para reparar el daño no deben verse 
como un castigo, sino como un medio para reparar a las víctimas por el daño causado. 
Es posible la utilización de una orden de restitución o una orden de libertad condicional 
que requiera restitución para compensar a las víctimas identificables del delito. A su vez 
también puede emitirse una orden de reparación o una orden de libertad condicional que 
requiera servicio comunitario para reducir o eliminar el daño amenazado o para reparar 
el daño causado por la ofensa, cuando ese daño o amenaza de daño no se remediaría 
de otra manera.  
 
En segundo lugar, si la organización operaba principalmente con un propósito delictivo o 
por medios delictivos, la multa debería fijarse lo suficientemente alta como para despojar 
a la organización de todos sus activos. Por lo tanto, al momento de considerar la 
naturaleza, las circunstancias del delito, la historia y las características de la organización, 
el tribunal determina que la organización operó con un propósito delictivo o por medios 
criminales, la multa se fijará en una cantidad (sujeta a el máximo legal) suficiente para 
desinvertir a la organización de todos sus activos netos. Cabe advertir que lo dicho está 
de acuerdo con un sistema de tasación de la pena.  
 
2.3.8. Conclusión preliminar sobre las sanciones impuestas a las 
personas jurídicas en regímenes legales extranjeros 
 
Bien ha sido advertido en el desarrollo del presente documento, que el objetivo ha sido 
ubicar en múltiples experiencias jurídicas el espacio para la sanción penal a los partidos 
políticos. En consecuencia, se han descrito múltiples experiencias de sanción penal a 
personas morales. Si bien son reducidos los ordenamientos jurídicos en los que se tiene 
la posibilidad de sancionar penalmente a un partido, no obstante, existen.  
 
Tales medios de responsabilización encuentran mixturas en la aplicación de las teorías 
de la responsabilidad penal de las personas jurídicas, pudiéndose afirmar 




reglamentar, esto con tal de alcanzar los fines presupuestos por el legislador. Dicho sea, 
se ha identificado la convivencia en la sanción del derecho penal y administrativo, 
situación de especial relevancia para el caso en concreto.  
 
Ahora, ha sido posible ubicar algunos casos en los que tal responsabilidad penal cobija a 
los partidos políticos, pudiendo vislumbrarse alternativas para la inclusión en la política 
criminal del Estado Colombiano a los Partidos Políticos como agentes de importancia 
central en la conformación del Estado Social de Derecho. Encontrar antecedentes en la 
aplicación de dichas medidas ha implicado un segundo reto, el cual se presenta como 
central a la hora de pensar dicha tipificación, esto es, la sanción a ser impuesta a estas 
organizaciones políticas.  
 
Dicha situación ha sido revisada brevemente al realizar un contexto sobre las teorías de 
la pena y profundizar en la justicia restaurativa como eventual sanción en el ordenamiento 
penal a los partidos políticos -toda vez que siendo consciente de la sensible fricción a 
presentarse a la hora de penalizar las conductas de un partido político, lugar primario 
para el ejercicio de derechos constitucionales y fundamentales- se hace imprescindible 
buscar un conjunto de sanciones que tengan como objetivo reparar el daño causado por 
las organizaciones políticas más allá de su persecución retributiva.  
 
Dicho esto, es posible vislumbrar la materialización de la propuesta de investigación en 
el tercer capítulo de la presente investigación, el cual tendrá en cuenta lo revisado hasta 
el momento en el régimen jurídico colombiano.  
 
 
Capitulo III –La sanción penal a partidos políticos en 
Colombia – estudio de caso 
 
En el presente caso se abordará la sanción penal a los partidos políticos en Colombia, 
partiendo por la identificación de las actuales sanciones administrativas contra estas 




recae un reproche por su incumplimiento o en ocasión de la infracción de la norma 
electoral.  
 
Habiendo traído el marco jurídico que permite la imposición de sanciones administrativas 
a los partidos políticos en Colombia, es posible afirmar que los partidos pueden ser 
sancionados por la conformación de su voluntad a través de las decisiones de sus 
directivos o candidatos, o por la ausencia de la misma en el cumplimiento de un deber 
constitucional y legal. Ahora, la existencia de sanciones a imponerse a los partidos 
políticos abre el camino a entender que las acciones de los candidatos electos y los 
directivos pueden generar consecuencias a ser contenidas en la política criminal del 
Estado, las cuales podrían ser presentadas en términos de justicia restaurativa.  
 
Dicho modelo de justicia no es extraño en Colombia, esto ya que se tienen antecedentes 
restauradores, algunos de los cuales son recogidos en el presente documento, en 
especial aquellos en los que el Consejo de Estado impone sanciones que integran 
múltiples componentes de la restauración.  
 
La afirmación de la posibilidad de la sanción sobre los partidos políticos en Colombia y la 
sanción restaurativa como mecanismo de justicia en la agenda político criminal de la 
nación permite dar un paso adelante en ¿cómo establecer responsabilidad penal sobre 
los partidos políticos en Colombia?, lo cual será resuelto a partir de la identificación de 
alternativas que pongan en un lugar centrar a la víctima, esto sin reñirse con las sanciones 
administrativas vigentes en el ordenamiento jurídico colombiano. Tal propuesta de justicia 
restaurativa es presentada una vez son señaladas las principales discusiones a darse en 
el caso en cuestión, siendo la responsabilización a una colectividad política y los medios 










3.1. Las actuales sanciones a partidos políticos en Colombia 
 
Los partidos políticos como personas jurídicas, tal y como fue expuesto en el primer 
capítulo del presente documento, se encuentran sujetos a derechos y obligaciones. Del 
incumplimiento de tales deberes o infracción a la norma electoral concurre un proceso 
sancionatorio propio del derecho administrativo-electoral el cual es operado por la 
Corporación definida en la Constitución Política y la Ley para este fin, esto es, el Consejo 
Nacional Electoral.  
 
La competencia para que esta entidad pueda investigar y sancionar administrativamente 
a los Partidos Políticos tiene asiento constitucional en el artículo 265, el cual afirma:  
 
El Consejo Nacional Electoral regulará, inspeccionará, vigilará y controlará toda la 
actividad electoral de los partidos y movimientos políticos, de los grupos 
significativos de ciudadanos, de sus representantes legales, directivos y candidatos, 
garantizando el cumplimiento de los principios y deberes que a ellos corresponden, 
y gozará de autonomía presupuestal y administrativa. Tendrá las siguientes 
atribuciones especiales: 
 (…) 
6. Velar por el cumplimiento de las normas sobre Partidos y Movimientos Políticos 
y de las disposiciones sobre publicidad y encuestas de opinión política; por los 
derechos de la oposición y de las minorías, y por el desarrollo de los procesos 
electorales en condiciones de plenas garantías. 
(…) 
9. Reconocer y revocar la Personería Jurídica de los partidos y movimientos 
políticos. 
 
Tal afirmación de orden constitucional de -inspección, vigilancia y control de los partidos 
políticos en Colombia- tiene su desarrollo legal en un conjunto normativo que establece y 
desarrolla la competencia sancionatoria de cara a una serie de obligaciones y 
prohibiciones que recaen sobre los candidatos, gerentes de campaña, directivos de los 





Ahora, antes de hacer mención a algunas de las faltas y a las sanciones previstas para 
las organizaciones políticas con personería jurídica en Colombia, es pertinente señalar 
que ha sido bien establecido en la Constitución Política de 1991 que a los partidos 
políticos es posible atribuirles las faltas en las que incurran sus directivos. Una lectura 
armónica de la normativa electoral lleva a que también sean responsables por las faltas 
de sus candidatos. 
 
Esto fue establecido en el artículo 107 de la Constitución Política, en el cual se afirma que 
los partidos políticos deberán responder por avalar candidatos elegidos en cargos o 
Corporaciones Públicas de elección popular que hayan sido o fueran condenados durante 
el ejercicio del cargo al cual se avaló, así como por toda violación o contravención a las 
normas que rigen su organización, funcionamiento o financiación, así como también por 
avalar candidatos elegidos en cargos o Corporaciones Públicas de elección popular, 
quienes hayan sido o fueren condenados durante el ejercicio del cargo al cual se avaló 
mediante sentencia ejecutoriada en Colombia o en el exterior por delitos relacionados con 
la vinculación a grupos armados ilegales y actividades del narcotráfico o de delitos contra 
los mecanismos de participación democrática o de lesa humanidad. 
 
De lo dicho se desprende que el partido político como persona jurídica - ente abstracto- 
no puede por sí mismo otorgar avales a candidatos, siendo una labor que, de acuerdo a 
sus estatutos y normativa interna, corresponde a los directivos de dichas organizaciones. 
Tal situación permite entender que la Constitución Política de 1991, ve con buenos ojos 
que recaiga sanción sobre la persona jurídica que es el partido político por una actividad 
realizada por sus designados internos. El desarrollo del postulado “responsabilidad 
administrativa al partido político con personería jurídica, a partir de conductas 
reprochables a sus designados internos, o directivos” será desarrollada por la normativa 
electoral, la cual amplía el catálogo de faltas y de sanciones a ser impuestos.  
 
Las sanciones a organizaciones políticas se encuentran establecidas en la Ley 130 de 
1994 y 1475 de 2011. La primera norma en su artículo 39, define como una función del 
Consejo Nacional Electoral, adelantar investigaciones administrativas para verificar el 




sanciones a los partidos, movimientos y candidatos con multas cuyo monto parte de 
($2.000.000) a ($20.000.000). Dicho valor es ajustado anualmente por el Consejo 
Nacional Electoral.  
 
Por su parte la Ley 1475 de 2011 contiene un conjunto de sanciones aplicadas a los 
partidos políticos, así como a los directivos de tales organizaciones. Lo dicho es afirmado 
en el artículo octavo de la mencionada ley en la cual se dice que “Los partidos y 
movimientos políticos deberán responder por toda violación o contravención a las normas 
que rigen su organización, funcionamiento o financiación, así como por las conductas de 
sus directivos consideradas como faltas en el artículo 10 de la presente ley” (Ley 1475 de 
2011, Artículo 8). 
 
Las faltas contenidas en el artículo decimo de la citada Ley, son:  
 
1. Incumplir los deberes de diligencia en la aplicación de las disposiciones 
constitucionales o legales que regulan la organización, funcionamiento y/o 
financiación de los partidos y movimientos políticos. 
 
2. Desconocer en forma reiterada, grave e injustificada, la solicitud de alguna 
instancia u organismo interno. 
 
3. Permitir la financiación de la organización y/o la de las campañas electorales, con 
fuentes de financiación prohibidas. 
 
4. Violar o tolerar que se violen los topes o límites de ingresos y gastos de las 
campañas electorales. 
 
5. Inscribir candidatos a cargos o corporaciones de elección popular que no reúnan 
los requisitos o calidades, se encuentren incursos en causales objetivas de 
inhabilidad o incompatibilidad, o hayan sido condenados o llegaren a serlo durante 




la vinculación a grupos armados ilegales, actividades del narcotráfico, contra los 
mecanismos de participación democrática o de lesa humanidad. 
 
6. Estimular la formación de asociaciones ilegales, hacer parte de ellas o permitirles 
realizar propaganda a favor del partido, movimiento o candidatos o que influya en 
la población para que apoye a sus candidatos. 
 
7. Utilizar o permitir el uso de la violencia para el ejercicio de la participación política 
y electoral. 
 
8. Incurrir en actos tipificados como delitos contra mecanismos de participación 
democrática; contra la administración pública; contra la existencia y seguridad del 
Estado; contra el régimen constitucional y legal; de lesa humanidad; o relacionados 
con actividades de grupos armados ilegales o de narcotráfico. 
 
9. Cometer delitos contra la administración pública, actos de corrupción, mostrar 
connivencia con estos y/o teniendo conocimiento de estas situaciones, no iniciar los 
procesos correspondientes, o no realizar las denuncias del caso. 
 
PARÁGRAFO. Los partidos o movimientos políticos también responderán por 
avalar a candidatos no elegidos para cargos o corporaciones públicas de elección 
popular, si estos hubieran sido o fueren condenados durante el periodo del cargo 
público al cual se candidatizó, mediante sentencia ejecutoriada en Colombia o en 
el exterior por delitos relacionados con la vinculación a grupos armados ilegales y 
actividades del narcotráfico, cometidos con anterioridad a la expedición del aval 
correspondiente. 
 
Tal catálogo de faltas prevé las sanciones establecidas en el artículo 12° de la misma 
norma, las cuales en síntesis son: 
 
i. Suspensión o privación de la financiación estatal y/o de los espacios otorgados en 




ii. Suspensión de su personería jurídica 
iii. Suspensión del derecho de inscribir candidatos o listas en la circunscripción en la 
cual se cometan las faltas 
iv. Cancelación de su personería jurídica  
v. Disolución de la respectiva organización política 
vi. Cuando se trate de condenas ejecutoriadas en Colombia o en el exterior por 
delitos relacionados con la vinculación a grupos armados ilegales y actividades 
del narcotráfico o de delitos contra los mecanismos de participación democrática 
o de lesa humanidad, el partido o movimiento que inscribió al condenado no podrá 
presentar candidato para la siguiente elección en la misma circunscripción. Si 
faltaren menos de 18 meses para la siguiente elección no podrá presentar terna, 
caso en el cual el nominador podrá libremente designar el reemplazo. 
 
Los partidos o movimientos políticos perderán el reconocimiento de su personería 
jurídica, cuando al restarle los votos obtenidos por los congresistas condenados, 
no se alcance el umbral.  
(…) 
En todo caso, desde el momento en que se dictare medida de aseguramiento por 
tales delitos, el Consejo Nacional Electoral suspenderá proporcionalmente el 
derecho de los partidos y movimientos políticos a la financiación estatal y a los 
espacios otorgados en los medios de comunicación social que hacen uso del 
espectro electromagnético. 
 
Las sanciones establecidas en el artículo duodécimo de la Ley 1475 de 2011, 
corresponden a las faltas previstas en el artículo décimo de la misma norma. Ahora, el 
examen del régimen sancionatorio de los partidos políticos en Colombia fue revisado por 
la Corte Constitucional en la sentencia C-490 de 2011, sentencia en la cual se actúa en 
coherencia con el postulado en el cual se otorga “responsabilidad administrativa al partido 
político con personería jurídica, a partir de conductas reprochables a sus directivos”. Lo 
dicho permite trazar una aproximación preliminar en el ordenamiento jurídico colombiano 
entre las disposiciones constitucionales que otorgan responsabilidad administrativa a los 





La ambientación dada a partir de las teorías y experiencias internacionales permiten ver 
como una posibilidad la existencia constitucional de la responsabilidad de los partidos 
políticos, como un lugar que admita al sujeto “partido político” como actor activo a la 
política criminal del Estado. En coherencia con lo dicho y empezando a tejer una posible 
propuesta de sanción penal a los partidos políticos en Colombia, en este trabajo de 
investigación cobra un papel fundamental la eventual sanción restauradora (puede que 
incluso más relevante) que la posibilidad de la existencia de tal tipificación penal.  
 
Lo anterior se explica, dado que cobra sentido que los partidos políticos sean 
responsables penalmente en la medida en que tal responsabilidad conlleve a la 
consecución de un conjunto de medidas que afecten en términos positivos el daño 
causado, esto, a través de la justicia restaurativa. En coherencia con lo dicho se revisarán 
las sanciones restaurativas en Colombia.  
 
3.2. Algunas sanciones restaurativas en Colombia 
 
Habiendo introducido los campos de acción de la justicia restaurativa en el capítulo 
anterior, cabe mencionar algunos de los desarrollos de este paradigma de la justicia en 
el ordenamiento jurídico colombiano. Esto, con tal de ubicar los antecedentes necesarios 
para una propuesta de sanciones restauradora para los partidos políticos que tengan a 
candidatos o directivos condenados por delitos con los cuales se hubieran beneficiado la 
organización política.  
 
En primera instancia la Corte Constitucional ha definido a la justicia restaurativa como “un 
modelo de justicia que se aparta de la noción retribucionista de los sistemas penales, 
centrándose en la victima y en su reparación, al igual que la reconstrucción del tejido 
social” (Corte Constitucional, C-080-18). El proceso judicial restaurativo es  
por excelencia el procedimiento de reconocimiento de verdad y responsabilidad, 
en el cual se debe permitir a las victimas involucrarse en los procesos de diálogos 




valoración propia del daño sufrido, así como las posibilidades que ellas estiman 
de reparación (Corte Constitucional, C-538-2019).  
 
En este tipo de modelo de justicia, las víctimas se vuelven el centro del proceso judicial 
ya que mira hacia su dignidad, sus daños específicos, necesidades, su condición histórica 
y los efectos que la lesión ocasiono” (Corte Constitucional, C-017-18). Ahora la Ley 1448 
de 2011, por medio de la cual se dictaron medidas de atención asistencia y reparación 
integral a las víctimas del conflicto armado interno, dispuso en su artículo 69 las medidas 
necesarias para la reparación como la restitución, indemnización, rehabilitación, 
satisfacción y garantías de no repetición en sus dimensiones, individual, colectiva, 
material, moral y simbólica. 
 
De las medidas necesarias para la reparación, desde Unidad para la atención y 
reparación integral de las víctimas (2020), se tiene la siguiente definición:  
 
Restitución: Medidas que buscan el restablecimiento de las víctimas a la situación 
en que se encontraban antes de que ocurriera el hecho violento. Además de la 
restitución de tierras, se adelantarán medidas de restitución de vivienda y se 
promoverán capacitaciones y planes de empleo urbano y rural para lograrlo. 
 
Indemnización: Dependiendo del hecho sufrido, las víctimas recibirán una 
compensación económica por los daños sufridos, a título de indemnización 
administrativa. 
 
Rehabilitación: Consiste en la atención de carácter jurídico, médico y psicológico 
y social dirigidos al restablecimiento de las condiciones físicas y psicológicas de las 
víctimas.   
 
Medidas de satisfacción: Estas medidas buscan proporcionar bienestar y 
contribuir a mitigar el dolor de la víctima, a través del restablecimiento de la dignidad 





Garantías de no repetición: El Estado debe implementar una serie de medidas 
con el fin de garantizar que no se repitan las violaciones a los derechos humanos, 
ni las infracciones al DIH que generaron la victimización.  
 
Estas medidas pueden ser individuales, colectivas, materiales, morales o simbólicas. A 
su turno, el Consejo de Estado ha impuesto una serie de sanciones que pudieran ser 
coherentes con las categorías de reparación recién ubicadas y que resultan de especial 
interés para eventuales sanciones penales para el caso en cuestión, lo dicho, en las 
siguientes sentencias: 
 
i. Sentencia del 14 de junio de 2013, sección tercera, subsección – c -, 
Magistrado Ponente Enrique Gil Botero, Radicado.  No. 05001-23-31-000-
1995-00998-01(25180). 
 
Se ordenó en su artículo quinto: Condenar a la Nación, al Ministerio de 
Defensa, Policía Nacional- a reparar adoptando las siguientes medidas de 
naturaleza no pecuniaria: 
 
a. Construcción de un monumento alegórico a la vida, a cargo de la Policía 
Nacional, a erigirse en el parque principal del municipio de Yaruma – 
Antioquia, teniendo en cuenta que frente a crímenes de esta naturaleza el 
remordimiento por la muerte pertenece a la memoria colectiva de una 
sociedad, para que hechos como esos no se repitan jamás. 
 
b. Se ordena al Centro de Memoria Histórica, mediante su Programa de 
Derechos Humanos y Memoria Histórica, y al Archivo General de la 
Nación, la preservación de la presente sentencia y la custodia y 
conservación de su archivo, con el fin de que integre y fortalezca el 
patrimonio documental histórico de la Nación colombiana, tanto como la 
memoria consciente de la violencia del conflicto interno y el padecimiento 





ii. Sentencia del 28 de agosto de 2014, sección tercera, Magistrado Ponente. 
Ramiro de Jesús Pazos Guerrero, Radicado No. 5001-23-25-000-1999-
01063-01(32988), en la que se ordenó: 
 
a. Como medida de NO REPETICIÓN, la declaración del delito en cuestión 
como de lesa humanidad, a efectos de determinar no solo los 
responsables directos, sino también los autores intelectuales que 
favorecieron o incentivaron la comisión de estos actos.  
b. Con fines PREVENTIVOS dar a conocer la presente providencia a los 
asesores jurídicos operacionales de las unidades militares, y jueces de 
instrucción y fiscales de la justicia castrense, así como enviar una copia de 
la sentencia al Director del Centro Nacional de Memoria Histórica y al 
Director del Archivo General de la Nación, con el fin de que haga  parte  de 
su  registro,  y  contribuya  a  la  construcción  documental  del  país  que  
busca  preservar  la  memoria  de  la nación  
c. Como medidas de satisfacción se ordenó realizar una declaración oficial a 
través de un periódico de amplia circulación nacional y en uno de amplia 
circulación local en el departamento en cuestión, en donde se debe 
informar que la muerte de un conjunto de ciudadanos residentes en el 
municipio de Apartadó no  ocurrió  como  consecuencia  de  un  combate  
entre  soldados  del  Ejército  Nacional  y  las  FARC,   sino   que   fue   
consecuencia   de   una   ejecución   extrajudicial   y   desaparición forzada 
perpetrada por los efectivos militares desplegados con ocasión de la orden 
fragmentaria “Neptuno” del 23 de marzo de 1997. 
 
iii. Sentencia del 20 de octubre de 2014, sección tercera, subsección –c-, 
Magistrado Ponente Enrique Gil Botero, Radicado 05001-23-31-000-1996-
00439-01(29979), en la que se ordenó:  
a. A la Nación, Ministerio de Defensa, Ejercito Nacional, Departamento 
Administrativo de Seguridad – DAS- y Fiscalía General de la Nación, 
realizar un convenio interadministrativo con las facultades de sociología, 




Bogotá y Medellín- en el cual se dispondrá la realización de un completo 
estudio psicosocial a cargo de un grupo interdisciplinario que deberá 
determinar la incidencia y repercusión de los hechos ocurridos el 6 de 
octubre de 1994 en la familia de la señora María Antonia Castaño Galvis, 
a partir de su homicidio. 
b. Al Centro de memoria Histórica, mediante su Programa de Derechos 
Humanos y Memoria Histórica – así como al Archivo General de la Nación- 
su preservación y la custodia y conservación de su archivo, en aras de que 
hicieran parte y fortalecieran el patrimonio documental histórico de la 
nación y la memoria consciente de la violencia del Estado.  
 
 
iv. Sentencia del 15 de abril de 2015, sección tercera, subsección –A-, 
Magistrado Ponente Hernán Andrade Rincón, Radicado No. 54001-23-31-
000-1995-09280-01(30860), en la cual se ordenó lo siguiente:  
 
a. Al director de la Brigada Móvil No. 2 del Ejercito Nacional, realizar un acto 
solemne e presentación de excusas públicas a los familiares de la víctima 
directa del presente caso, el cual deberá tener un reconocimiento expreso 




v. Sentencia del 28 de mayo de 2015, sección tercera, subsección –c-, 
Magistrada Ponente Stella Conto Díaz del Castilla, Radicado No. 17001-23-
31-000-2000-01183-01(26958), en la cual se ordenó lo siguiente: 
 
a. A la Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional adoptar como 
medida de no repetición, trazar lineamientos de política pública tendientes 
a fortalecer la integridad familiar y de discriminación de género al interior 






vi. Sentencia del 11 de abril de 2019, Sección tercera, subsección –a-, 
Magistrado Ponente Carlos Alberto Zambrano Barrera, Radicado No. 05001-
23-31-000-2004-00183-01(46637), en la cual se ordenó: 
 
a. Como medida de no repetición, implementar un curso de formación integral 
en garantía y protección de derechos humanos, laborales y sindicatos 
dirigido a las principales autoridades civiles del municipio, con el fin de 
prevenir que se vuelvan a cometer los hechos en cuestión.  
 
vii. Sentencia del 26 de junio de 2014, sección tercera, sub sección –b-, 
Magistrado Ponente Danilo Rojas Betancourt, Radicado No. 50001-23-31-
000-1998-01262-01(26029), en la cual se ordenó: 
 
a. Condenar a la Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional y Unidad 
Nacional de Protección a pagar por concepto de perjuicios de dinero, 
determinada suma de dinero.  
b. Ordenar a la Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional y Unidad 
Nacional de Protección, sufragar los gastos de realización de un 
documental de 24 minutos de duración y un cortometraje de 7 minutos de 
duración, cuya realización, contenido, alcance y ejecución de los recursos 
estará a cargo del Centro Nacional de Memoria Histórica, en las cuales se 
hará una narración biográfica que destaque la vida, ideales y luchas de la 
víctima del Estado.  
 
c. Ordenar a la Nación –Ministerio de Defensa-Policía Nacional y Unidad 
Nacional de Protección, que financie, sufrague, auspicie, apoye, el 
montaje y la adaptación de una exposición itinerante a cargo del Centro 
Nacional de Memoria Histórica, en homenaje a la vida y el sacrificio de 
todos aquellos activistas defensores de derechos humanos en Colombia, 




las luchas sociales de los activistas de derechos humanos y se difundan 
sus ideales no siempre reconocidos en la conciencia nacional. 
 
d. Ordenar a la nación, Ministerio de Defensa-Policía Nacional y Unidad 
Nacional de Protección, previo consenso en la formulación e 
implementación de una apropiada reparación colectiva con los miembros 
sobrevivientes de la Unión Patriótica, la construcción de un lugar de 
memoria en la ciudad de Villavicencio-Meta, en el cual se erija un 
monumento en honor al partido político, para honrar la memoria de todos 
los que han sacrificado incondicionalmente su vida para la realización 
plena y pacífica de sus idearios políticos. 
 
e. Ordenar a la nación, Ministerio de Defensa-Policía Nacional y Unidad 
Nacional de Protección, la financiación de i) un premio anual que consistirá 
en una beca para cursar un postgrado, maestría, doctorado o 
postdoctorado, en una universidad pública o privada de su escogencia y 
financiar la publicación de la tesis por la universidad a la que pertenezca, 
por el cual se busque reconocer académicamente la mejor tesis de 
pregrado y postgrado en humanidades y ciencias sociales, donde sean 
invitadas todas las universidades de Colombia, en el que se aborde el tema 
de la defensa de los derechos humanos y la Unión Patriótica; y ii) premiar 
cada año al grupo de trabajo, investigación u organización académica, 
social y/o popular que defienda y promueva la defensa de los DD.HH. y 
D.I.H. con un apoyo económico de cien salarios mínimos (100 s.m.l.v.) 
para el fortalecimiento de la organización 
 
 
Habiendo mencionado algunas sentencias proferidas por el Consejo de Estado, en las 
cuales se ordena a la Nación y a instituciones de forma particular a reparar a las víctimas 
atendiendo a criterios de restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y 
garantías de no repetición en dimensiones, individual, colectiva, material, moral y 




generación de política pública y la articulación interinstitucional con tal de que las víctimas 
se vean reparadas.  
 
Ahora, a partir de dicho esbozo sancionatorio, y contando con los elementos necesarios 
para plantear una propuesta de sanción penal a los partidos políticos en Colombia, es 
pertinente revisar las principales discusiones frente a tal propuesta y despejar los 
interrogantes entorno a ella. De tal manera se desarrollará el contexto necesario para 
luego revisar la estructura del tipo penal de acuerdo a la legislación colombiana.  
 
 
3.3. La propuesta de sanción penal a los partidos políticos en 
Colombia 
 
En presente apartado se busca agotar algunas discusiones en torno a propuesta de 
sanción penal de los partidos políticos, así como justificar la pertinencia de la misma. Se 
tiene como propósito que dicha propuesta sirva de herramienta para el fortalecimiento del 
régimen democrático y la garantía de los derechos de los electores, los cuales se han 
visto lesionados con la concurrencia de conductas que ameriten la sanción penal a 
candidatos electos popularmente.  
 
La garantía de los derechos constitucionales, la participación política y la configuración 
de un conjunto de medidas que busquen blindar las instituciones públicas de elección 
popular del delito a ser cometido por ciudadanos electos popularmente, así como concebir 
la conveniencia de la justicia restaurativa como herramienta para la lucha contra el crimen 
por parte de representantes populares, se vuelve el objetivo central de la presente 
propuesta. La propuesta se ve nutrida de antecedentes extraídos de ordenamientos 
jurídicos extranjeros, de propuestas teóricas, de recopilación de experiencias internas en 
tanto la sanción restaurativa y, por supuesto, de cuestionamientos que han surgido 








3.3.1. De los antecedentes de la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas en Colombia 
 
La responsabilidad penal de las personas jurídicas ha sido una alternativa político criminal 
explorada en Colombia desde finales del siglo XX. A modo de ejemplo se puede 
mencionar el proyecto de ley discutido en el Congreso de la República, como lo fue el 
235 de 1996 en Senado de la República y 154 de 1996 en Cámara de Representantes, 
conciliados en una propuesta de ley, objetada por el Presidente de la República y revisada 
a su turno por la Corte Constitucional en sentencia C-320 de 1998. 
 
En dicha sentencia la Corte Constitucional aborda dos elementos de relevancia a la hora 
analizar la constitucionalidad de la propuesta legislativa referida, esto es la pertinencia de 
los tipos sanciones aplicadas a personas jurídicas y el propósito comunicativo y disuasivo 
en la sanción penal. La pertinencia de los tipos de sanciones penales fue dada de cara a 
las características propias de la persona jurídica a ser sancionada, esto dicho en los 
siguientes términos:   
Es evidente que las sanciones a ser aplicadas a las personas jurídicas serán 
aquéllas susceptibles de ser impuestas a este tipo de sujetos y siempre que ello lo 
reclame la defensa del interés protegido. En este sentido, la norma examinada se 
refiere a las sanciones pecuniarias, a la cancelación del registro mercantil, a la 
suspensión temporal o definitiva de la obra y al cierre temporal o definitivo del 
establecimiento o de sus instalaciones. Esta clase de sanciones - que recaen sobre 
el factor dinámico de la empresa, su patrimonio o su actividad - se aviene a la 
naturaleza de la persona jurídica y, en modo alguno, resulta contraria a las 
funciones de la pena. Por el contrario, su imposición en muchos casos constituye 
la única manera de no dejar indemnes a los verdaderos beneficiarios del delito y de 
expresar de manera inequívoca la relevancia social de los bienes jurídicos 
afectados. La infracción penal denota en el más alto grado la gravedad de la 
conducta que lesiona intereses sociales básicos cuya tutela penal por esta razón 
se torna imperiosa a juicio del legislador” (Corte Constitucional, C-320 de 1998). 
 
De lo dicho por la Corte Constitucional se desprende que la constitucionalidad de tal 




sociales lesionados. Ahora, en la siguiente afirmación a ser presentada, y también dicha 
por la alta corte, se tiene como razón de ser de la sanción penal el doble efecto en su 
concreción. Primero, un efecto comunicativo al afirmar que la persona jurídica que realice 
determinada conducta romperá la armonía social, y como consecuencia, el segundo 
efecto, la sanción penal. Lo anterior se afirma en los siguientes términos:  
 
La ley penal brinda la máxima protección jurídica a bienes valiosos para la 
persona humana y la vida social. La traducción de esta defensa en sanciones 
penales, tiene un propósito tanto comunicativo como disuasorio. Cuando la 
acción prohibida por la norma penal es susceptible de ser realizada por un ente 
- y no solamente por una persona natural -, limitar a ésta última la imputabilidad 
penal reduce el ámbito de protección acotado por la norma. La tipificación 
positiva de un delito tiene el sentido de comunicar a todos que la realización de 
una determinada conducta rompe la armonía social y, por ende, quien lo haga 
será castigado con una específica sanción. Este doble efecto en el que reside la 
eficacia de la legislación penal podría desvanecerse si la condena se limitase a 
los gestores del ente que ha extendido ilícitamente su giro social a actividades 
prohibidas y claramente deletéreas para la comunidad (Corte Constitucional, C-
320 de 1998). 
 
Con lo dicho, la Corte resalta la pertinencia constitucional de tales sanciones, como 
también la viabilidad de lo acordado en el Congreso de la República, siendo un 
mecanismo de regulación de las relaciones sociales, el cual es aplicado en concordancia 
a las características de la persona jurídica a ser sancionada. Las sanciones mencionadas 
por el alto tribunal como lo son la cancelación de la personería jurídica, la multa, entre 
otras, han sido incorporadas en la normativa penal colombiana, esto a pesar de no ser la 
persona jurídica llamada como sujeto activo del delito.  
 







✓ Ley 600 de 2000, “Articulo 65. cancelación de personería jurídica de sociedades 
u organizaciones dedicadas al desarrollo de actividades delictivas, o cierre de sus 
locales o establecimientos abiertos al público. Cuando en cualquier momento del 
proceso el funcionario judicial encuentre demostrado que se han dedicado total o 
parcialmente personas jurídicas, sociedades u organizaciones al desarrollo de 
actividades delictivas, ordenará a la autoridad competente que, previo el 
cumplimiento de los requisitos legales establecidos para ello proceda a la 
cancelación de su personería jurídica o al cierre de sus locales o establecimientos 
abiertos al público” (Subrayado fuera del texto original). 
  
 
✓ Ley 906 de 2004 “Artículo 91. suspensión y cancelación de la personería jurídica. 
En cualquier momento y antes de presentarse la acusación, a petición de la 
Fiscalía, el juez de control de garantías ordenará a la autoridad competente que, 
previo el cumplimiento de los requisitos legales establecidos para ello, proceda a 
la suspensión de la personería jurídica o al cierre temporal de los locales o 
establecimientos abiertos al público, de personas jurídicas o naturales, cuando 
existan motivos fundados que permitan inferir que se han dedicado total o 
parcialmente al desarrollo de actividades delictivas. 
 
(…).” (Subrayado fuera del texto original). 
 
✓ Ley 1778 de 2016. “Artículo 35. Medidas contra personas jurídicas, el cual 
modifica el artículo 34 de la Ley 1474 de 2011. Artículo 34. Medidas contra 
personas jurídicas. Independientemente de las responsabilidades penales 
individuales a que hubiere lugar, las medidas contempladas en el artículo 91 de la 
Ley 906 de 2004 se aplicarán a las personas jurídicas que se hayan buscado 
beneficiar de la comisión de delitos contra la Administración Pública, o cualquier 
conducta punible relacionada con el patrimonio público, realizados por su 





En los delitos contra la Administración Pública o que afecten el patrimonio público, 
las entidades estatales posiblemente perjudicadas podrán pedir la vinculación 
como tercero civilmente responsable de las personas jurídicas que hayan 
participado en la comisión de aquellas. 
 
Cuando exista sentencia penal condenatoria debidamente ejecutoriada contra el 
representante legal o los administradores de una sociedad domiciliada en 
Colombia o de una sucursal de sociedad extranjera, por el delito de cohecho por 
dar u ofrecer, la Superintendencia de Sociedades podrá imponer multas de hasta 
doscientos mil (200.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes si, con el 
consentimiento de la persona condenada o con la tolerancia de la misma, dicha 
sociedad domiciliada en Colombia o sucursal de sociedad extranjera se benefició 
de la comisión de ese delito. 
 
Igualmente, podrá imponer la sanción de publicación en medios de amplia 
circulación y en la página web de la persona jurídica sancionada de un extracto 
de la decisión sancionatoria por un tiempo máximo de un (1) año. La persona 
jurídica sancionada asumirá los costos de esa publicación. También podrá 
disponer la prohibición de recibir cualquier tipo de incentivo o subsidios del 
Gobierno, en un plazo de 5 años. 
 
En esta actuación, la Superintendencia de Sociedades aplicará las normas sobre 
procedimiento administrativo sancionatorio contenidas en el Capítulo 111 del 
Título 111 de la Ley 1437 de 2011. 
 
Parágrafo 1°. Para efectos de la graduación de las sanciones monetarias de que 
trata el presente artículo, se tendrá en cuenta: 
 
a) la existencia, ejecución y efectividad de programas de transparencia y ética 
empresarial o de mecanismos anticorrupción al interior de la sociedad domiciliada 




b)  la realización de un proceso adecuado de debida diligencia, en caso que la 
sociedad domiciliada en Colombia o la sucursal de sociedad extranjera haya sido 
adquirida por un tercero y que 
c)  la persona jurídica haya entregado pruebas relacionadas con la comisión de 
las conductas enunciadas en este artículo por parte de sus administradores o 
empleados. 
Parágrafo 2°. En los casos de soborno transnacional, la Superintendencia de 
Sociedades aplicará el régimen sancionatorio especial previsto para esa falta 
administrativa.” 
 
Los antecedentes expuestos constituyen una aproximación a la sanción a ser impuesta a 
personas jurídicas una vez se tiene sanción penal contra sus responsables o en ocasión 
de solicitud previa a la sanción, presentada por la Fiscalía General de la Nación. Lo 
descrito constituye un precedente relevante en la medida en que el poder legislativo ha 
visto con buenos ojos la constitución de mecanismos para reprochar el uso de una entidad 
jurídica – persona jurídica, como herramienta para vulnerar el orden legal. 
 
Ahora, con la enunciación de las sanciones aplicables a las personas morales 
identificadas en la normativa penal colombiana, es posible someter a análisis algunas de 
ellas con el objetivo de ubicar si su carácter obedece a una sanción retributiva o 
restaurativa y si esta puede ser integrada como herramienta restaurativa. La respuesta 
de tal análisis, sin ser el objetivo del presente trabajo de investigación constituiría un 
insumo relevante a la hora de trazar un posible conjunto de sanciones aplicables a los 
partidos políticos en Colombia, esto una vez se constituyan como sujetos a ser llamados 
ante el juez penal.  
 
Es relevante mencionar como diferencia preliminar entre lo consignado en la norma penal 
y lo presentado en esta propuesta de investigación, que en el primer caso la persona 
jurídica podría entenderse como un civil llamado en garantía –esto en el caso de Ley 1778 
de 2016-, mientras que, en la presente propuesta, el partido político sería llamado como 







3.3.2. La necesidad político criminal de inclusión en el ordenamiento 
jurídico colombiano de la sanción penal a personas jurídicas 
 
El presente trabajo de investigación ha revisado la posibilidad de integrar en el 
ordenamiento jurídico colombiano la responsabilidad penal de los partidos políticos, una 
vez sus directivos o excandidatos electos han sido condenados por la comisión de delitos. 
Tal inclusión del partido político como respondiente penal implica su integración a la 
política criminal del Estado como un sujeto sobre el cual recaería la responsabilidad 
penal, tal situación conlleva a identificar la necesidad de tal modificación normativa.  
 
Antes de presentar las razones que llevan a promover tal responsabilidad penal, cabe 
señalar que la política criminal puede ser entendida como  
el conjunto de respuestas que un Estado estima necesario adoptar para hacerle 
frente a conductas consideradas reprochables o causantes de perjuicio social 
con el fin de garantizar la protección de los intereses esenciales del Estado y de 
los derechos de los residentes en el territorio bajo su jurisdicción (Corte 
Constitucional, C-936-2010). 
 
Dicho esto, la presente propuesta no busca señalar conductas a ser integradas al código 
penal como comportamientos típicos, no se escruta sobre comportamientos nuevos. Lo 
que se busca es el establecimiento de una eventual responsabilidad a través de modelos 
de auto-responsabilidad (en la aplicación del modelo de defecto de organización) y 
heteroresponsabilidad (en aplicación del modelo de responsabilidad vicarial, transferida 
o dada por rebote, de la organización política a la cual pertenece un excandidato electo 
o directivo de dichas organizaciones, una vez ha sido condenado penalmente. Tal 
responsabilidad de los partidos por crímenes cometidos por sus miembros más 
representativos y relevantes tiene cabida dada la importancia de dichas condenas, esto 
por el roll de representatividad que desempeñaron los sancionados al momento de incurrir 





Las calidades de un candidato electo a cargo o corporación pública de elección popular, 
y directivo de organización política condenado resultan relevantes por el perjuicio social 
causado, esto en los siguientes términos:  
 
a. Perjuicio social dado en la introducción por parte de las organizaciones políticas 
de vicios al régimen democrático. Esto ya que la concurrencia del delito en 
personas jurídicas que postulan ciudadanos para la conformación de dos ramas 
del poder público ejecutiva y legislativa- las cuales a su vez eligen a miembros en 
Corporaciones Públicas de carácter territorial y en la rama judicial, así como a 
máximas cabezas de órganos de control e independientes, puede generar una 
cadena de vicios que al reproducirse puede afectar el desarrollo y la eficacia de 
tales instituciones.  
 
Tal situación lleva a que en aplicación de la teoría de “defecto de organización” 
puedan sancionarse penalmente a los partidos políticos por no contar con 
los mecanismos internos para blindar el ejercicio público e interno en dichas 
organizaciones con tal de que allí no tenga lugar para germinar el delito.  
 
En la teoría del defecto de la organización, la cual se ubica en el marco de la auto 
responsabilidad, se sanciona a la persona jurídica dado que en el seno de su 
organización gracias a la ausencia del debido cuidado o a una filosofía 
criminógena ha germinado el delito. Dicho modelo, como fue expuesto 
anteriormente, busca sancionar a la persona jurídica, en este caso al partido por 
un delito cometido por uno de sus miembros. Para el caso en cuestión, por un 
candidato electo popularmente o un directivo de la organización partidaria.  
 
b. Perjuicio social dado en la lesión realizada contra la administración pública, no 
solo en ocasión de la concurrencia de delitos contra la administración pública, sino 
la lesión en los principios de la misma. Lo anterior podría entenderse como el 





La sanción penal de un candidato implica no solo la realización de una conducta 
típica, sino la lesión a los deberes constitucionales y legales que reposan sobre 
los hombros del candidato avalado por una organización política, así como la falta 
a los deberes propios del cargo de cara al sistema democrático.   
 
La entrega de un aval a un candidato que no reúne las cualidades y calidades 
para el desempeño de un cargo que implica la dirección administrativa y 
política, lleva a que se presente la responsabilidad vicarial, por transferencia 
o rebote con la organización política por la lesión generada por su candidato 
electo. La responsabilidad de la persona jurídica, o el partido político por el delito 
cometido por su excandidato electo o directivo en gracia de que la responsabilidad 
penal vicarial, de rebote o por transferencia, aplicada en España y Francia, 
transfiere la responsabilidad penal del individuo a la persona moral.  
 
c. Perjuicio social en tanto el debilitamiento del régimen democrático, situación dada 
una vez i) la confianza que el elector deposita en un candidato electo se ve 
consumida en actos que están en contravía a sus deberes, lo cual genera una 
afectación al ejercicio de los derechos políticos de sus electores, en tanto quien 
debería representar las necesidades y aspiraciones del elector, contenidas en 
programas de gobierno o de campaña, se ha apartado de tal responsabilidad. ii) 
La confianza que el ciudadano deposita en la Corporación pública, la cual se hace 
imprescindible ya que esta se ubica como pilar de la gobernabilidad y del buen 
ejercicio del gobierno participativo.  
 
Tal lesión al régimen democrático tiene como consecuencia que la 
organización política que avaló al candidato condenado, sea sancionada por 
el daño causado a las instituciones, esto haciendo uso de la responsabilidad 
vicarial o transferida del condenado al partido político.  
 
Las razones en mención llevan a ubicar la relevancia de establecer como responsable 
penal a los partidos políticos, una vez han sido condenados penalmente sus candidatos 




central que las sanciones dadas en términos de justicia restaurativa puedan asegurar la 
no repetición de la germinación del delito en una institución pública a manos de los 
miembros de un partido político.  
 
Los distintos medios de reparación previstos en la Ley 1448 de 2011 podrían ser 
integrados total o parcialmente, esto con tal de garantizar la reparación de las victimas 
generadas por el directivo o candidato electo en anuencia de las organizaciones políticas 
a las cuales pertenecían los condenados. Dicho lo anterior, es oportuno ubicar la 
propuesta político criminal presentada en coherencia con la última ratio, esto ya que 
puede preguntarse ¿Cómo la presente propuesta se ubica en coherencia con el principio 
de la última ratio? Una pregunta pertinente y sensata en la medida en que existe un 
conjunto de procedimientos y autoridades establecidas para establecer la responsabilidad 
administrativa de los partidos políticos.  
 
Frente a lo cual es posible afirmar que, el Consejo Nacional Electoral como la autoridad 
constitucional en lo referente al derecho administrativo sancionatorio electoral ha asumido 
lo propio a su competencia. Sin embargo, la sanción penal a los partidos políticos tiene 
como objetivo lo dicho por la Corte Constitucional en la sentencia C 320 de 1998, y es 
que el derecho penal se permite ser una herramienta comunicativa y un conjunto de 
disposiciones disuasivas,  que pueden comprometer de forma relevante la imagen de un 
partido político, esto ya que las organizaciones políticas deben su existencia a los 
electores y a la imagen que estos conservan de los partidos.  
 
Sumado a lo dicho la presente propuesta busca el establecimiento de la responsabilidad 
penal atada a las sanciones restaurativas, las cuales no se encuentran previstas en el 
ordenamiento administrativo y que sí han sido de aplicación de autoridades 
jurisdiccionales.  
 
Ahora, habiendo mencionado lo propio al Consejo Nacional Electoral cabe advertir que, 
en un eventual escenario de responsabilidad penal de los partidos políticos, no existe 
prejudicialidad alguna entre dicha autoridad administrativa y quien fuera competente para 




que cada autoridad sancionaría por causales independientes y propias a sus funciones, 
lo cual lleva a que no pueda sancionarse dos veces por lo mismo.  
 
Por último, la sanción restaurativa en el marco de las garantías constitucionales y legales 
necesarias para una organización en la cual se materializa el derecho a la participación, 
se impone una vez se ubica la responsabilidad penal de sus directivos o candidatos 
electos. En consecuencia, la renuncia de tal ciudadano a la organización política o incluso 
su muerte no generaría extinción de la sanción penal.  
 
    
 
3.3.3. La voluntad del individuo como voluntad de la organización 
política 
 
Uno de los principales cuestionamientos a la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas, y en coherencia de los partidos políticos, es la imposición de una sanción por la 
realización de una conducta a una ficción jurídica la cual al no ser material no tiene 
voluntad, o no la expresa por su propia decisión, sino por la de un tercero, el cual es una 
persona natural. Tal cuestionamiento tiene relevancia en la medida en que no es posible 
interpretar el grado de culpabilidad o si existe sin haber expresión de la voluntad.  
 
Ahora, Valencia Zea y Álvaro Ortiz Monsalve (2011) han afirmado que se tiene como 
condición orgánica de la persona jurídica en Colombia el establecimiento u organización 
del sustrato material de la persona jurídica, esto en la disposición de órganos 
competentes de actuación. Tales órganos están representados por una o varias personas 
físicas que tienen competencia para hacer valer su voluntad como voluntad de la persona 
jurídica. 
 
La voluntad de los individuos podría diferenciarse de la voluntad de la persona jurídica en 
la medida en que tales personas morales deben tener determinados fines colectivos 
diferentes a los de sus miembros, el cual además se desarrolla en los estatutos de tal 
organización, en los cuales se tiene una primera expresión de la voluntad de la 




La diferencia establecida entre el ejercicio de la voluntad entre una persona física y una 
persona natural radica según una tesis expuesta por Valencia y Ortiz en que la acción de 
un hombre puede valer, dadas ciertas condiciones, como acción de un grupo humano o 
fundación. Dicha idea es explicada resaltando la diferencia entre la conformación de la 
voluntad del ser humano y de las personas jurídicas, ya que  
el hombre deriva su voluntad de su propia constitución antropológica (el cerebro) 
y la expresa mediante los órganos que son parte integrante de su cuerpo. En 
cambio, los entes colectivos no están dotados entre sí de voluntad por su propia 
naturaleza, sino que dicha voluntad es instituida mediante una organización, o 
sean los estatutos (Valencia y Ortiz, 2011, p. 365). 
 
De lo dicho se puede entender que existe diferencia entre la voluntad de la persona 
natural a la de la persona jurídica, pero también puede afirmarse que la voluntad de la 
persona moral se edifica sobre decisiones individuales de sus directivos, las cuales se 
encuentran atadas a los fines y estatutos de la organización. Tal lectura hecha por 
Valencia y Ortiz es acompañada por lo contenido en el artículo 107 de la Constitución 
Política, en el cual se afirma que los partidos políticos son responsables por un conjunto 
de comportamientos11 los cuales pueden ser atribuidos a los candidatos, directivos y 





11 “Los Partidos y Movimientos Políticos deberán responder por toda violación o contravención a 
las normas que rigen su organización, funcionamiento o financiación, así como también por avalar 
candidatos elegidos en cargos o Corporaciones Públicas de elección popular, quienes hayan sido 
o fueren condenados durante el ejercicio del cargo al cual se avaló mediante sentencia 
ejecutoriada en Colombia o en el exterior por delitos relacionados con la vinculación a grupos 
armados ilegales y actividades del narcotráfico o de delitos contra los mecanismos de participación 
democrática o de lesa humanidad. 
 
Los partidos o movimientos políticos también responderán por avalar a candidatos no elegidos 
para cargos o Corporaciones Públicas de Elección Popular, si estos hubieran sido o fueren 
condenados durante el período del cargo público al cual se candidatizó, mediante sentencia 
ejecutoriada en Colombia o en el exterior por delitos relacionados con la vinculación a grupos 
armados ilegales y actividades del narcotráfico, cometidos con anterioridad a la expedición del 
aval correspondiente.” Constitución política, artículo 107.  




Lo dicho es acorde con lo afirmado por el profesor Yesid Reyes Alvarado (2008):  
Desde esta perspectiva, es claro que en el ámbito jurídico-penal la acción no debe 
ser necesariamente entendida como impulso de una cadena causal 
psicológicamente orientado a la consecución de determinada finalidad y, por 
consiguiente, no tiene que provenir de una persona natural sino de un portador de 
derechos y obligaciones.” (p. 5).  
 
Se evidencia el carácter fundamental de la capacidad de las personas morales de adquirir 
derechos y obligaciones, esto en el marco del lugar que ocupan tales personas, así como 
su probada y evidente capacidad para establecer deberes y obligaciones en conciencia 
de los mismos. Lo dicho significa que la voluntad de los candidatos, directivos y gerentes 
de campaña produce un conjunto de obligaciones y eventuales sanciones, situación que 
lleva a que desde el margen constitucional se pueda entender que la voluntad de las 
personas jurídicas es aquella manifestada a través de las personas naturales con las 
competencias para ello.  
 
En procura de la determinación de si existe responsabilidad penal de las personas 
jurídicas, esto como expresión de su voluntad los tratadistas Franz von Liszt y Giuseppe 
Maggiore han afirmado, tal y como fue recogido anteriormente, que, si las personas 
colectivas son capaces de adquirir derechos y contraer obligaciones, también deben 




3.3.4. Las sanciones restaurativas atadas a medidas afirmativas de 
policía pública  
 
La justicia restaurativa se ubica como propuesta central dentro de la sanción penal a los 
partidos políticos en Colombia, dado que se busca prescindir de un modelo de justicia 
que busque perseguir a organizaciones políticas y buscar medios que garanticen su 
retribución. El distanciamiento de la retribución de las organizaciones políticas se 




de suma gravedad la persecución judicial de organizaciones políticas que son el conducto 
para el ejercicio de los derechos políticos de los colombianos.  
 
Ahora, dado que en el contexto actual el Consejo Nacional Electoral es la institución 
competente de imponer sanciones administrativas a los partidos políticos, se tiene como 
objetivo y parte de la verificación de la hipótesis de investigación que la justicia 
restaurativa puede ser el mecanismo que garantice la no repetición y reparación de las 
víctimas. En tales términos, el esfuerzo restaurativo en la propuesta de sanción penal, 
podría darse a partir de lo establecido en la Ley 1448 de 2011, en tanto posibles acciones 
afirmativas que busquen reparar a las víctimas, esta son la restitución, la indemnización, 
la rehabilitación, las medidas de satisfacción y las garantías de no repetición.  
 
Teniendo tales categorías de medidas restaurativas, pueden tenerse como opciones para 
su aplicación las siguientes medidas, esto en tanto los antecedentes internacionales, así 
como las decisiones proferidas por el Consejo de Estado, e integradas anteriormente al 
documento. Tales posibles sanciones pueden darse en los siguientes términos:  
 
Medidas restaurativas: Dado que estas medidas son aquellas que buscan el 
restablecimiento de las victimas al lugar anterior de la lesión, y dado que los candidatos 
electos por voto popular tienen el deber de garantizar el ejercicio de los derechos de los 
ciudadanos, corresponde a una medida restaurativa el establecimiento de condenas en 
las que se ordene a las organizaciones políticas el fortalecimiento de programas que 
garanticen el ejercicio efectivo de los derechos de la ciudadanía, esto en términos 
presupuestales.  
 
Tal uso efectivo de los derechos, así como el establecimiento detallado del aumento 
presupuestal necesario para el ejercicio de los derechos de los electores, podrá ser 
determinado a partir de una comisión conformada por las principales universidades 
públicas del país y la sociedad civil. La sanción a ser impuesta podría aplicarse en la 
misma institución de darse remplazo del candidato electo popularmente e incluso en la 





El establecimiento mediante orden judicial de garantías sociales para los ciudadanos, se 
tiene como materialización de las funciones de las instituciones públicas, lo cual genera 
un compromiso entre la organización política y el desarrollo social en determinada 
circunscripción territorial.  
 
A su vez se tienen las medidas de satisfacción, las cuales implican el restablecimiento de 
la dignidad de la víctima, de la institución, del elector y el régimen democrático. Todo lo 
anterior se haría través de la difusión masiva de la condena proferida contra el candidato 
o directivo de determinada organización política. El costo de tal difusión será descontado 
de acuerdo al prepuesto destinado a la organización política y aprobado anualmente por 
el Consejo Nacional Electoral.  
 
Como tercer conjunto de medidas se tienen aquellas que están dispuestas para la no 
repetición. Ellas tendrán como objetivo central ordenar dar las reformas necesarias en 
términos de control del ejercicio del cargo público en tanto la transparencia de los 
procesos en que anteriormente pudo haberse dado la lesión a la norma penal, así como 
la promoción de un conjunto de modificaciones en los estatutos de las organizaciones 
políticas con tal de garantizar el otorgamiento de avales a militantes con las calidades y 
cualidades necesarias para el ejercicio de un cargo público.  
 
Tales posibles sanciones a ser aplicadas, descartan traer las sanciones administrativas 
que hoy en día aplica el Consejo Nacional Electoral a los partidos políticos. El objetivo 
sancionatorio de la presente propuesta es que una vez concurra el delito se pueda blindar 
a las organizaciones políticas de la postulación de candidatos que no cumplan con las 
calidades, así como condenar a los partidos a que al haberse dado un vacío en el ejercicio 
de la función pública de cara a los ciudadanos y pueda respondérsele a los mismos en 
términos de la garantía de sus derechos.  
 
En múltiples ordenamientos jurídicos extranjeros se tiene como medidas aplicadas en la 
jurisdicción penal la supresión o la limitación de los derechos de las personas jurídicas, 
ahora bien, como ya fue reiterado, tales sanciones son impuestas en la actualidad por el 





De lo sostenido hasta este punto, es posible afirmar la viabilidad constitucional y teórica 
de la sanción penal a las personas jurídicas en Colombia y particularmente a los partidos 
políticos; se recogerán las ideas desarrolladas en las conclusiones del presente trabajo 






En el presente trabajo de investigación es posible aproximarse a conclusiones aprendidas 
en el desarrollo del mismo. Una vez planteado el cuestionamiento de ¿es posible 
sancionar penalmente a partidos políticos en Colombia?, surge un conjunto de 
interrogantes, los cuales en lugar de ser diques infranqueables se presentan como 
soportes para el presente documento.  
 
Los principales cuestionamientos, tal y como ha sido reiterado a lo largo del texto, se han 
presentado en términos de –la voluntad de una persona jurídica-, -las eventuales 
sanciones- y- la fricción con el ejercicio de derechos a ejercerse en y por los partidos 
políticos-. Tales planteamientos fueron antecedidos por la evidencia de si no existe en 
Colombia responsabilidad penal para las personas jurídicas tampoco ha de existir para 
los partidos políticos.  
 
Ante tal situación bien valió ver el objeto de investigación con un poco más de distancia, 
lo cual permitiera buscar en otros ordenamientos jurídicos la responsabilidad penal contra 
personas jurídicas. Esto acompañado por la revisión de los desarrollos académicos 
pertinentes. En tal búsqueda fue posible resolver los interrogantes planteados mientras 
se hacía evidente que aquello que podría ser novedoso, lo era en cierta medida en 
Colombia, pero que en otros Estados ya se había aplicado, por lo menos parcialmente.  
 
Al encontrarse que en ordenamientos jurídicos no existe distinción entre persona natural 
o jurídica, se entendía la viabilidad de la sanción a personas morales, esto en Estados 




a partidos políticos, esto en España y Francia, como en otros solo se optaba por tal 
sanción a las personas jurídicas, esto en Brasil, por ejemplo.  
 
Y fue en esa relación entre las experiencias jurídicas extranjeras y los desarrollos 
académicos que se empezó a resolver cada cuestionamiento y a superar cada dique. En 
primera instancia, la voluntad y el que fuera llamada una persona jurídica ante una Corte, 
se resolvió mediante la identificación de las teorías de auto responsabilidad, en las cuales 
la persona jurídica es entendida como sujeto a ser sancionado por sus delitos.  
 
En segundo término, se identificó la teoría de la heteroresponsabilidad, en la cual la 
persona moral responde “solidariamente” por los delitos cometidos por sus miembros o 
directivos. Cada teoría es aplicada de forma parcial o total en múltiples ordenamientos 
jurídicos. Tal identificación generó una primera aproximación a la responsabilización de 
la persona moral por un delito cometido por una persona natural. No obstante, una vez 
se identificó que en la doctrina jurídica colombiana existe la comprensión de que la 
voluntad de la persona moral es expresión de la voluntad de individuos en ella, se hizo 
evidente que podía concurrir la responsabilidad penal en el ordenamiento jurídico 
colombiano, por lo menos como propuesta teórica que podría reñir en menor o mayor 
medida con el derecho constituido.  
 
Bien ha sido definido por la Constitución Política y la Ley que los partidos políticos son 
responsables por un conjunto de actos cometidos por sus directivos, candidatos y 
gerentes de campaña. Tal responsabilidad sancionatoria que recae sobre los partidos 
políticos hace evidente que existe responsabilidad administrativa de los partidos por lo 
hecho por los sujetos en mención, sin embargo, aún existe cierta distancia con la 
responsabilidad penal en el mismo caso.  
 
El segundo gran interrogante tuvo que ver con el tipo de sanción penal a ser impuesta. 
La respuesta fue ubicada en un modelo de justicia que garantiza la no persecución penal 
de los partidos políticos, como actores fundamentales en el régimen democrático traído 
por la Constitución de 1991. El modelo de justicia restaurativa, el cual garantiza la no 




víctimas. Es en la reparación de las víctimas en donde se presenta la sanción penal de 
los partidos políticos, como una propuesta a ser integrada en la política criminal del 
Estado, la cual tiene como fin poner en el centro de la discusión criminológica a las 
víctimas y la garantía de los derechos de los electores.  
 
Se tiene como antecedente de aplicación de justicia restaurativa en el presente trabajo 
de investigación, las sentencias proferidas por el Consejo de Estado, en las cuales se 
busca la reparación integral de las víctimas, tomándose los componentes restauradores 
que pueden tener mayor proximidad al ejercicio político de los partidos políticos.  
 
Ahora, como motivación para integrar en la política criminal del Estado, la presente 
propuesta tiene como lugar central el rol que cumplen los partidos en el régimen 
democrático colombiano. Lugar central y de bisagra entre las ramas del poder público, 
las corporaciones de elección popular y las organizaciones autónomas. Tal relevancia 
hace imprescindible revisar las aristas en las cuales puede manifestarse una lesión o un 
perjuicio social, que pudiera hacer evidente la necesidad de integrar a los partidos 
políticos como un actor a ser juzgado penalmente y condenado a reparar a sus electores, 
a las instituciones y los daños sufridos en sí mismo por el régimen constitucional. Ahora, 
si bien la forma en que se manifiesta tal lesión no es el objeto central de esta 
investigación, se hace mención a alguna forma en que se manifiesta.  
 
Dicho lo anterior, puede afirmarse que la sanción penal a los partidos políticos es 
teóricamente viable y constitucionalmente posible, siempre y cuando esté atado a un 
modelo de justicia restaurativo que no permita atentar contra las organizaciones políticas. 
Más bien, debe procurarse por la garantía de los derechos de las mismas, de las víctimas, 
de los electores y el establecimiento de las medidas necesarias para desterrar el crimen 
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